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Un representante gubernamental de Myanmar informó a la
Comis ión que el  Tribunal Supremo de la Unión  de Myanmar hab ía
revisado y conmutado la sentencia de muerte de t res personas, d el
modo siguien te: 1) la sentencia de Shwe Mann (a) Zeyar Oo fue con-
mu tada por la de confinamien to a perpetuidad,  en  virtud  del artículo
122, 1), del Código Penal de Myanmar;  2) la sentencia de Min Ky i (a)
Naing Min Ky i fue conmutada por t res años de reclusión, en virtud del
art ículo 123 del Cód igo Penal  de Myanmar; y 3) la sentencia de Aye
Myint (a) My int Aye Maung  fue conmutada por tres años  de reclu sión ,
en v irtud del art ículo 123 , del Código  Penal de Myanmar. Debe seña-
larse que no  sólo se había conmutado las sentencias de esas t res perso-
nas, sino también las d e las  seis personas  restan tes. De las nueve perso-
nas, a cuatro se les había conmutado por tres años de reclusión y  a
cinco, por la de confinamiento a perpetuidad. Recordó el conten ido de
esta carta, fechada el  3 de junio de 2004, dirigida al Director General de
la Oficina Internacional del Trabajo, que se había distribuido en el
documento C.App./D.5  (A dd.2).

En relación con el Facil itador, el orador manifestó que, s i bien el
Plan de Acción Conjunto no estaba aún en  vigor, las autoridades de
Myanmar, por su parte, ya lo es taban  aplicando de buena fe. Po r ejem-
plo , las autoridades de Myanmar habían reconocido  al Facilitad or
designado por la OIT, como se preveía en el Plan  de Acción Conjunto ,
y habían estado cooperando con  él en la realización de sus tareas.  En
este contexto, es tamb ién pert inente señalar el párrafo 10 del info rme
(GB.289/8/1) del  Co nsejero  Especial del Director General de la OIT,
que había visitado Myanmar del  3 al 8 de marzo  de 2004. El meca-
nismo del  Facili tador es un nuevo concepto . El mandato del Facilitad or
había sido  claramente estab lecido en  el Plan de Acción Conjunto y el
mecan ismo estaba funcionando con  eficacia.

El  orador se refirió luego  a otras medidas arbi tradas por su
Gobierno, que incluían equ ipos de observación en el terreno. L os s iete
equipos de observación en el terreno (FOT), encabezados por los direc-
tores generales  y jefes  de departamento del Minis terio de Trabajo ,
siguieron emprend iendo viajes de observación en  el terreno a diversos
puntos del país. Esto s equ ipos supervisaron las  medidas de apl icación
en el terreno y realizaro n investigaciones en torno a las alegaciones del
uso del  t rabajo  forzoso, s iempre que tuvieron lugar. Sus  conclusiones
fueron  presentadas a la Comisión de Ap licación del Convenio núm. 29
para ado ptar las med idas adecuadas  y necesarias.  El Ministerio de Tra-
bajo, bajo la estrech a supervisión de la Comisión de Ap licación del
Convenio núm. 29, y en colaboración  con  el Funcionario  de Enlace pro-
vis ional de la OIT, comp ilaron tales conclus iones y med idas, presen tán-
dolas,  con carácter regular, al Director General  de la OIT y a la Comi-
sión de Expertos. Manifestó también que el Funcionario de Enlace
provis ional de la OIT  gozaba de libertad de movimientos  en el país .
Había viajado  a lo largo y ancho de Myanmar, incluidas zonas remotas
como Chin Hills, el estado  de Kachin  y el estado de Kayah.

Subrayó también  la celebración  de una reunión de trabajo sobre la
aplicación del  Convenio núm. 29. Fueron  en to tal 120 los  participantes
en la reunión de trabajo, que incluían : funcionario s responsables  de los
Consejos de Paz y Desarrol lo en los ámbitos de la divis ión, del  dis trito ,
de las aldeas y de las ciudades; altos  funcionarios  de d iverso s departa-
mentos gubernamen tales y representantes de ONG. Los temas analiza-
dos incluyeron,  entre otros , la cooperación entre Myanmar y la OIT, la
orden núm. 1/99 y  la orden complementaria de la orden núm. 1/99, el
Código de Procedimiento Penal,  los derechos de los  nacionales  de
Myanmar, el  p apel de las fuerzas  policiales en la erradicación del tra-
bajo fo rzoso  y las  denuncias den tro de la región. La reunión de t rabajo
resultó  ser de gran uti lidad. Hay planes de organizar más reuniones de
trabajo y seminarios similares .

El  poder judicial  de Myanmar y los min isterios  y departamentos
concernidos también hab ían adoptado  las medidas necesarias de ejecu-
ción y acciones legales, siempre que aparecían prima  facie casos  con
pruebas suficientes. Otro avance significativo lo cons tituyó lo s proced i-
mien tos legales, en virtud  del art ículo 374 del Código  Penal  de Myan-
mar, respecto de dos acusados  po r un supuesto uso  de trabajo fo rzoso
en la aldea de Htanman aing y  en el pueblo de Kawhmu . En el pasado ,
algunos representantes , inclu idos  los miembros t rabajadores, insist ie-
ron en la necesidad de invocar el art ículo 374 del Cód igo Penal de
Myanmar. Fue és te el  primer caso de procesamiento con arreglo al  art í-
culo 374. También se habían  arbi trado las medidas necesarias  co ntra
aquellos  cu lpables de in fracción a la orden  núm. 1/99 y  a la o rden com-
plementaria de la o rden núm. 1 /99.

El  o rador abordó luego la observancia por Myanmar del Convenio
núm. 87. Señaló que se encon traba en la actualidad en período d e sesio-
nes la Convención Nacional , a la que se hab ía encomendado  la redac-
ción de una nueva Consti tución  del  Es tado. Concluyó declarando que
las mencionadas medidas eran portadoras del testimonio de la determi-
nación, de la dedicación y del compromiso de las autoridades  de Myan-
mar con la erradicación del trabajo  fo rzoso en  el  país. Quiso dejar claro
una vez más que no pod ía aceptarse vínculo  alguno entre la cues tión
relat iva a la OIT y  la polí tica o la si tuación interna del  país. 

Los miembros tra bajadores  señalaron  que de nuevo se consagraba
una ses ión especial  a la aplicación del Convenio núm. 29 sobre el tra-
bajo forzoso en Myanmar. Ya hace varios años que la Comis ión de
Encuesta recomendó al Gobierno:  a) mod ificar las leyes relativas al tra-
bajo forzoso;  b) poner fin a todas las práct icas  de trabajo forzoso, espe-
cialmente po r p arte del ejérci to; y  c) hacer que las sanciones  penales
fuesen  realmente aplicadas en los casos de t rabajo  forzoso. En  base a

estas  recomendaciones , la Comisión de E xpertos observó  que las  leyes
de 1907 todavía no se habían modificado. A este respecto, el Gobierno
continúa repi tiendo  que las  ordenanzas de 1999 han enmendado estas
leyes. Po r lo tanto, por qué no se modifican  estas leyes  si , como  el
Gob ierno indica, ya no se aplican. En  lo que respecta a la segunda reco-
mendación de la Comis ión de Encuesta,  el  Gobierno no  ha tomado  nin-
guna de las  cuatro medidas que se le pidió que tomase a fin de acabar
con las p rácticas de trabajo forzoso. Así, el  Gobierno no ha proporcio-
nado  copia de las instrucciones específicas y concretas dirigid as a este
fin a las auto ridades  locales y al ejército; no  ha dado  ninguna definición
de trabajo s forzosos ni ha ind icado  la forma en que deberían real izarse
las  obras a partir de ahora sin recurrir al t rabajo  forzoso. Parece que no
se han dado ins trucciones al ejército y  nada indica que las traducciones
de las  ins trucciones a las lenguas étn icas  locales se hayan difundido
realmente. Asimismo, s i se han previsto partidas  presupuestarias, éstas
no  se han uti lizado para realizar los t rabajos  de otra fo rma.  Además,
resul ta curioso  observar que todas las invest igaciones realizadas por la
Comisión de Aplicación del  Convenio núm. 29 han dado como resul-
tado  el sobreseimien to. En lo que respecta a la tercera recomendación,
hasta hora no  se ha sancionado a n inguno de los auto res de las p rácticas
de trabajo forzoso, aunque por primera vez se ha presentado una denun-
cia ante una ins tancia judicial . Hay que observar que la si tuación s igue
s iendo muy grave y  sumamente preocupante, sobre todo en la parte
periférica del país, regiones étn icas en donde el ejérci to es tá muy pre-
sente.  Es ta s ituación es más que dep rimente y concierne a un gran
número de personas. Los  miembros trabajado res destacaron la impor-
tancia de que continuasen las  discusiones, además de las  discusiones
del Consejo de Admin istración que tendían a centrarse más en cu est io-
nes de procedimiento que de fondo, hasta que se demostrara que se rea-
l izan  prog resos  sustanciales hacia la completa el iminación del trabajo
forzoso en Birmania.

Éste era el  cuarto  año consecutivo en que es te caso se examinaba en
una sesión especial, de conformidad  con la resolución de la Conferen-
cia en virtud  de lo dispuesto  en el art ículo 33. El  año pasado, la discu-
s ión del entonces  recientemente conclu ido acuerdo sobre el Plan  de
Acción estuvo marcada por el ataque sufrido por Aung  San Suu Kyi por
fuerzas vinculadas con el régimen militar sólo días antes de que comen-
zara la Conferencia Internacional del  Trabajo. Fueron masacrados
numerosos part idarios, Daw Suu y  muchos  de sus  simpatizantes fueron
arrestados y hasta la fecha permanecen detenidos; todas las  actividades
de la Liga Nacional por la Democracia (NLD) quedaron suspend idas.
Habida cuenta de que el  ambiente de temor y rep resión consecuen cia de
la masacre, suscitó preocupaciones  sustanciales sobre la capacidad para
aplicar el recientemente acordado Plan de Acción, sobre todo, en virtud
de que la labor del Facil itador dependía de la con fianza que las víctimas
del trabajo forzoso tuvieran para poder p resentarse ante él  así como
ante el Funcionario de Enlace sin temor a sufrir represalias  de régimen,
esta Comisión  llegó a la conclusión  de que no  era posible iniciar la ap li-
cación del Plan de Acción en ese momento. El Consejo  de Administra-
ción  examinó nuevamen te la s ituación no  sólo en su reunión de
noviembre sino también  en  la reunión de marzo. En ambas  ocasiones el
Consejo  de Admin istración concluyó en  que el  cl ima reinante en  el  país
no  era propicio para la apl icación  del Plan de Acción.

Recordaron  que, en marzo, el Consejo de Admin istración solici tó
que esta Comisión examinara los acontecimientos  en  el  marco  de tal
circunstancia y que su s conclu siones «se fo rmulan sin  perjuicio de las
op iniones  expresadas por algunos en cuanto  a que la falta de progresos
sustanciales requeriría la reactivación del examen de las relaciones
entre los mandantes de la OIT y Myanmar en virtud del art ículo 3 3 de
la Consti tución» . El Consejo de Adminis tración expresó en marzo  tres
preocupaciones fundamentales respecto de la condena a muerte por
deli to de al ta traición  pronunciada contra nueve personas  y, en particu-
lar, respecto de tres de ellas, Shwe Mahn, Naing Min Ky i y Aye Myin t.
Deberá hacerse hincapié en que el  Facili tador designado por la OIT,
cons ideró que «el caso no estaba siendo investigado ni enjuiciado de
manera s istemática o creíble, y la acusación de alta traición era infun-
dada y debía revisarse». La primera p reocupación expresada por el
Consejo  de Admin istración en  marzo se refiere al hecho de qu e las
comunicaciones o el  intercambio de información con  la OIT pud iera
tener algún tipo de consecuencia judicial  en Birmania. La segun da pre-
ocupación  es  la que suscita el hecho de que las comunicaciones con
«tercero s» sobre cues tiones  que interesan a la OIT también puedan ser
interpretadas como delictivas. La tercera preocupación se refiere a s i,
habida cuen ta de la sentencia del  tribunal , es pos ible apl icar de manera
creíble el Plan de Acción y, más  concretamente el  mecanismo  del Faci-
l itador.

Esta Comisión tomó  conocimiento  de que se enviaron dos cartas al
Ministro de Trabajo desde la reun ión de marzo del Consejo de Admi-
nistración, una por el  Funcionario de En lace y o tra por el  propio  Direc-
tor General  de la OIT. Esas  cartas  figu ran en el documen to D.5. Tam-
bién  existe una carta enviada por el  Embajador hace unos  días,  que
parece ser una respuesta a la carta del Director General del 2 de junio.
En  esa comunicación, el Embajador indica, primero, que los  tres  acusa-
dos tenían  derecho a p resentar un  segundo recurso de apelación  ante el
Tribunal  Supremo ; segundo , que un tribunal  inferior de manera inad-
vertida y por erro r hizo referencia a la OIT en su decis ión inicial y, ter-
cero , garantizó al Director General  que en ninguna circunstan cia el
contacto  o la cooperación con la OIT constituye un  deli to en virtu d de
la legis lación ex istente. También recordó que la d iscusión de este año
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se l levaba a cabo en un marco análogo al de la discus ión del año
pasado. Aung San  Suu Kyi permanecía bajo arresto domiciliario y se
encon traba prácticamente incomunicada. El Relator Especial de las
Naciones  Unidas para los Derechos  Humanos  en Birmania, al que se
denegó  un visado para en trar al país, calificó a la Convención Nacional
Constituyente que en la actualidad se lleva a cabo en un  lugar seguro
fuera de Yangón como «un  enorme esfuerzo para un ejercicio antide-
mocrát ico y carente de sent ido» . Acusó al  Gobierno de condenar a la
pena de arresto domiciliario  a 1.088 personas cuidadosamente seleccio -
nadas  que asis tían a la Convención y declaró  públicamente que la tran -
sición  democrát ica sería imposible salvo que los G enerales que gobier-
nan  Myanmar levantaran las res tricciones para que en la Convención
tuvieran lugar discus iones libres y  abiertas. Los grupos étnico s partici-
pan tes en la Convención exigieron  que se hicieran  cambios fundamen-
tales en los d ocumentos  redactados  hace casi un decenio y presentados
en esta Convención Nacional o de otro modo se reti rarían de las reunio -
nes .

Expresaron q ue el esp íritu de cooperación que se advierte en  las
observaciones  del rep resentante gubernamental contrasta v ívidamente
con  lo que ocurre en Birmania en la actualidad, que só lo puede descri-
birse como  una victoria por aquéllo s dentro del  rég imen mil itar más
resistentes a tod o tipo  de reformas. Frente a la OIT el  Gobierno mu es tra
la imagen de un diplomático civil , pero  para los  birmanos  la imagen del
régimen es  la d e un  soldado armado. En vista de lo anteriormente
expues to, se refirieron a cuatro  puntos en respuesta a los acontecimien -
tos recien tes. Primero, los miembros  trabajado res apoyaban plenamente
la opin ión expresada por el Facil itador designado po r la OIT de que las
condenas  de Shwe Mahn, Naing Min  Ky i y Aye Myint eran infundadas.
Su único  supuesto delito parece ser su  vinculación con g rupos favora-
bles a la democracia opuesto s al régimen, especialmente la Federación
de Sindicatos de Birmania.  Por esta v inculación, se los había cali ficado
de terro ristas y condenados  por alta traición. Si bien expresaron su ali -
vio por la reducción de las condenas de Naing Min  Kyi y Aye Myint,
exigían la inmediata liberación de los t res. Solici taban además  la libera-
ción de los  otros  seis  acusados, cinco de los cuales  siguen expuestos a
recibir condenas de prisión.  Exp resaron la esperanza de que este
segundo examen del  caso por el Tribunal Supremo final ice con  la cele-
ridad del caso y que los acusados sean absuel tos. Segundo, en relación
con  el  hecho de que las comunicaciones o la cooperación con la OIT
consti tuyesen un del ito en Birman ia, si b ien se apreciaban las segu rida-
des  del rep resentante gubernamental contenidas  en su carta de 4 de
junio, se cons ideraban insuficientes. Esperaban que en el segun do fallo
del  Tribunal Supremo quedara absolu tamente en claro que las comuni-
caciones con la OIT no cons tituían deli to y, de hecho, debían alen tarse.
Esto d ebía hacerse público en todo el  país en todos  los idiomas  aprop ia-
dos. Tercero, es necesario aclarar el hecho de las comun icacion es  con
terceros sobre cuestiones  que interesan a la OIT. Las  decisiones de los
tribunales demues tran  claramente que se entiende po r terceros  a la
Federación  de Sindicatos de Birman ia y a su Secretario General,
Maung Maung, q ue hizo u so de la palab ra en la Comis ión, y que había
sido  condenado in absen tia por alta traición. Si estas circunstancias  no
se aclaran , la ap licación del Plan de Acción, y en particular, la labor del
Facilitad or se vería gravemente comprometida.

En vista del clima polít ico actual den tro del país, los  miembros tra-
bajadores  cons ideraron que el Plan de Acción  no puede apl icarse efecti-
vamen te en este momento. Hicieron  hincapié en que lo s miembros tra-
bajadores  habían  reaccionado posi tivamente, en part icular en  relación
con  el mecanismo del  Facili tador, tanto  en la reunión de la presente
Comisión el año pasado como en el  Consejo de Administración. Espe-
raban con interés el día en que el contexto existente para el Plan d e
Acción se pusiera a prueba para determinar en qué grado contribuye
realmente a la eliminación del trabajo forzoso en  Birmania. A es te res -
pecto , observaron  con interés la información propo rcionada en el d ocu -
mento D.5  en relación con las activ idades del Funcionario de Enlace,
en particular el hecho de que en 2004 había recibido hasta la fecha 40
denuncias. Deploraron el  hecho de que el régimen hubiera admit ido que
de esos 40 só lo t res habían sido v íctimas  de trabajos  forzosos y  que, al
parecer, las  autoridades no hubiesen tomado medida alguna hasta la
fecha. N o obstante, valoraron la labo r del Funcionario de Enlace y
exp resaron su dispos ición para examinar la forma de ampliar y hacer
más efectiva esa labor si las circunstancias  permitían esa consideración.

Recordaron qu e en  el informe de la Comisión  de Encuesta se había
observado  que «todas las  informaciones y las  pruebas  de que d ispone la
Comisión demues tran que las au toridades no toman en cuenta en abso -
luto  la seguridad y la salud ni  las  necesidades básicas de las personas
que real izan  trabajo forzoso u ob ligato rio... Los trabajadores forzo sos,
incluidos los  que están enfermos o heridos, suelen ser golpeados o
sufren malos  tratos de otro t ipo por parte de los  soldados, pudiendo ser
gravemente heridos ; algunos son matados, y las  mujeres que realizan
trabajo obligatorio son  v ioladas o su fren otros abusos sexuales por parte
de lo s soldados ...» Los miembros trabajadores  se veían obligados a
hacer hincapié en  que a pesar del  compromiso vigen te entre la Oficina
y el Gobierno, muy poco ha mejo rado en  cuan to al uso generalizado el
trab ajo forzo so, en particu lar por lo s militares, y en proyectos de infra-
es tructura.  Esto se confirma nuevamente este año en los  comentarios de
los Expertos  y respaldado por el continuo flujo  de información proce-
den te de Birmania. Salvo que en los  próx imos  meses  se registren p ro -
gresos significativos hacia la apl icación de las t res recomendaciones de
la Comisión  de E ncuesta,  el Consejo de Administración  no podrá s ino
invitar al Director General a que refuerce su llamamiento en virtud del
artícu lo 33 de la Consti tución  en  el  sentido de que todos  los mandantes

de la OIT deberán  revisar sus  relaciones con Myanmar para garantizar
que esas relaciones no perpetúan o extienden el sistema de trabajo for-
zoso u  obligatorio en ese país.

Los miembros empleadores declararon que el Gobiern o de Myan-
mar aún seguía negándose a dar cumplimien to a las obligaciones que
había aceptado voluntariamente en v irtud del derecho in ternacional .
Este aislamiento creciente había sido perjudicial para su economía y su
pob lación, y, de continuar, conduciría a la host ilidad  de la co munidad
in ternacional . Era, no  obstante, demasiado pronto para res ignarse. Los
miembros empleadores recordaron  que el  mandato de la Comisión era
el examen de las medidas arbitradas para la aplicación de la resolución
adoptada po r la Con ferencia en  2000, que, por su  parte,  se basaba en  la
observación en la Comisión  de Expertos  de 1998. Señalaron que eran
aún masivas las violaciones del Convenio núm. 29. Seguía en vigor la
base legal de tales  violaciones, la ley de aldeas y la ley de ciudades . La
abolición del t rabajo  fo rzoso sólo sería posible si el  Gobierno estuviese
preparado para actuar. Si bien el representante gubernamental había
dado muestras de una buena disposición para actuar,  los d ocumentos
D.5 y  D.6 ponían  de manifiesto  que habían sido pocos los p rog resos
evidentes. Los miembros empleadores  abordaron asuntos específicos
relativos al trabajo forzoso en el  país. Indicaron que las instrucciones
emitidas po r las autoridades militares con la prohibición del trabajo for-
zoso, requerían su divu lgación y traducción a los  idiomas locales .
Tenían  que derogarse las mencionadas leyes que autorizaban el trabajo
forzoso. Además , aún tenía que redactarse el folleto sob re el trabajo
forzoso mencionado en el  párrafo 14  de la observación de la Comisión
de Expertos . También  se requerían recu rsos financiero s para el desarro-
llo, a efectos de garant izar la abolición del t rabajo forzoso, puesto que
muchos proyectos  dependían del  trabajo forzoso para su real ización .
Por úl timo, indicaron que las sanciones para el uso del  trabajo forzoso
exist ían sólo en el papel y que no  se había recibido información alguna
sob re su  ap licación en la práct ica.

Los miembros emp leado res señalaron la larga his toria de es te caso  y
recordaron las diversas mis iones que habían  conducido al nombra-
miento, en mayo de 2002, de un Funcionario de Enlace en Myanmar. El
Gobierno sólo reaccionó con lenti tud y bajo pres ión. A pesar de es to, ni
siquiera había sido pos ible que el Funcionario de Enlace examin ara
efectivamente las alegaciones de trabajo forzoso que se hab ían señalado
a su  atención, tal y como se ind icara en el  documento D.5. Manifesta-
ron también que la nueva información había revelado que el trabajo for-
zoso cons tituía también  un problema en las regiones fronterizas  y en
relación con el servicio mili tar. De modo más específico, eran alegacio-
nes según las  cuales los jóvenes meno res de 18 años  de edad eran reclu-
tados  para una formación militar obligatoria. Señalaron que, cuando el
Gobierno hab ía respondido a esas  alegaciones, tales respuestas s iempre
se habían  recib ido justo antes de la Conferencia. E n relación con el
Plan de Acción de mayo de 2003 ind icaron que se suponía qu e un Faci-
li tador independiente l levaría a cabo las tareas mencionadas en los
párrafos 38-45 de la observación de este año  de la Comisión  de Exper-
to s. El  inicio del Plan  de Acción debería ser determinado por el Direc-
to r General . Hasta ahora, nada había ocurrido . Indicaron  as imismo  que,
en marzo de 2004, el Consejo de Adminis tración hab ía concluido que
las condiciones que regían en Myanmar no eran  suficientemente con-
vincentes como para proseguir con la aplicación del  Plan  de Acción .

Los miembros  empleadores declararon  que habían  sid o pocos  los
avances posit ivos. El Funcionario de Enlace había recibido un número
considerable de denuncias relat ivas  al t rabajo forzoso, que había tras-
mitid o a la Comisión sobre la Aplicación  del  Convenio núm. 29 para su
investigación y acciones . Esto s casos se referían , entre otras cosas, a los
ejemplos de reclutamiento fo rzoso  de las personas meno res de 18 años
de edad para el servicio  mil itar. Aún no se había inves tigado la mayoría
de es tos casos. Los  miembros  empleadores  señalaron especialmente a
la atención los casos de nueve personas sentenciadas a muerte por al ta
traición,  inclu idas t res  personas cuyas condenas se relacion aban con
sus  contactos  con la OIT. Es tas sen tencias  dieron origen a la sospecha
de que consti tuían motivos de cas tigo  los  contactos  con terceras partes
en asuntos que incumbían a la OIT. Esto se vio confirmado con la carta
que el  Embajador de Myanmar envió al  Director General  el 3 de junio
de 2004, en la que aquél  se refería al fallo de 28 de nov iembre de 2003
e indicaba que el contacto  y la cooperación  de un ciudadano de Myan-
mar con la OIT, no const ituía un delito según la ley  nacional.

Los miembros  empleado res concluyeron que el resumen  preliminar
de este caso había su scitado una honda preocupación . Aún no se había
aplicado el Plan de A cción  previsto hacía un año . Aunque este últ imo
contenía sólo  algunas medidas  que conducirían a un cambio radical de
la situación, sería un comienzo . También se requería la apl icación del
Plan de Acción  para dar significado a los contactos  entre la OIT y el
Gobierno.  En la actual idad, es menester la adopción de medidas más
eficaces . Expresaron también su esperanza de que el Gobierno no
comunicara la información más recien te sobre los prog resos  realizados
ju sto antes del  inicio de la Conferencia.

El miembro  gubernamental  de Indonesia, hablando en n ombre de
lo s países de la ASEAN,  expresó su  agradecimiento al  Director General
de la OIT  por el apoyo y  la cooperación cons tantes b rindados al
Gobierno de Myanmar en su s esfuerzos para eliminar la práct ica del
trabajo forzoso en el país. Reconoció también el papel desempeñado
por el Funcionario de Enlace provisional en Myanmar, por su asistencia
a las autoridades de Myanmar en la observancia del  Convenio núm. 29
de la OIT. Su delegación valoraba positivamente el compromiso del
Gobierno de Myanmar en la observancia del Convenio núm. 29 de la
OIT, y en la eliminación de la práctica del trabajo forzoso en  el país .
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Hizo referencia al acuerdo alcanzado  entre el Gobierno de Myanmar y
la OIT el 27 de mayo de 2003 sobre el  Plan de Acción  Conjunto  e instó
a ambas  partes a que se pusiera en práctica conjuntamente tan pronto
como fuera posible. A este respecto , acog ió con beneplácito  la visi ta de
la Misión de la OIT a Myanmar del  4  al 6 de marzo de 2004, encabe-
zada por el Consejero  Especial del Director General de la OIT. Myan-
mar y la OIT deberían p roceder a la aplicación del Plan de Acción Con-
jun to y prosegu ir su cooperación. Consideró que un enfoque de
cooperación  permitiría a la Conferencia Internacional del Trabajo des-
empeñar un papel  constructivo a este respecto, y  alentó al  Gobierno de
la Unión de Myanmar y a la OIT a que con tinuaran su  cooperación
amis tosa hasta qu e la cuest ión se resolviera completamente.

La representante gubernamental  de Irlanda habló en nombre de
la Unión  Europea. Señaló que los países  candidatos (Bu lgaria, Ruman ia
y Turquía) y lo s países  que forman parte del Proceso de Es tabil ización
y Asociación y po tenciales candidatos  a la UE (Albania, Bosnia y Her-
zegov ina, Croacia, ex República Yugoslava de Macedon ia, Serbia y
Mon teneg ro), así co mo los países de la AELC, Islandia, No ruega y
Suiza, suscrib ían también esta declaración. La UE deseaba des tacar su
apoyo y valoración de la labor de la Oficina Internacional del Trabajo ,
así como la de la anterior Funcionaria de Enlace y  el  actual , por sus
act ividades relativas al t rabajo  forzoso en Birmania/Myanmar. Recordó
que en marzo, el Consejo  de Administración  hab ía concluido  que, si
bien desde noviembre d e 2003 ocurrieron acontecimien tos posit ivos, la
sentencia del tribunal  contra algunas  personas en  relación con los co n-
tactos o el intercamb io de información con la OIT, hab ían debil itado la
credibilidad y  las  persp ectivas de una cooperación futura. En las con-
clusiones se identificaron tres preocupaciones diferen tes. L a Oficina
debía examinar esta cuestión más exhaust ivamente a la luz de los  resu l-
tados de la revisión de los  casos recientes y  de toda nueva seguridad
que proporcionara el Gobierno. Debía informar sobre los resu ltados de
su examen a los funcionarios del Consejo de Administración, con la
ind icación  de que los resu ltados deberían ser suficientemente satis fac-
torio s antes d e pro ceder a la aplicación del  Plan  de Acción. Dijo que la
UE no cons ideraba que la información adicional  suministrada fuera lo
suficientemente satisfactoria como para permitir la apl icación  del Plan
de Acción.

La orado ra expresó  la gran  preocupación de la UE por el  hecho de
que las t res personas  cuyas condenas se relacionaban  con su comunica-
ción con la OIT siguiesen  en  prisión, una de ellas con una sentencia
equivalente a la reclu sión perpetua. Preocupaba, además , que no hubie-
sen tenido contacto co n su abogado defensor. Ahora se tuvo conoci-
mien to de que se había concedido un segundo recurso de apelación ,
pero esa apelación debería conducir, como mínimo, a una solución
satis factoria en los términos  expresados en las cartas  del  Directo r Gene-
ral  y del Embajador de Birmania/Myanmar. Só lo entonces podía cons i-
derarse la adopción de nuevas medidas,  que podrán  ser pos itivas o s i los
resultados  fuesen decepcionan tes, una util ización reforzada de las
medidas  para garant izar la observancia del Convenio núm. 29 por Bir-
mania/Myanmar.  La UE  observaba que el Funcionario de Enlace p rov i-
sional  de la OIT proseguía sus act ividades, que inclu ían discusion es
con el Ministro de Trabajo y el Directo r General de su  departamento, y
que pudo viajar al es tado de Chin en una visi ta efectuada indep end ien-
temente de las autorid ades. La UE reconocía que el Funcionario de
Enlace provisional pud o viajar a todas  las regiones que qu iso, sin  nin-
gún tipo de restricción ni  acompañante y pudo encontrarse libremen te
con una serie de perso nas, así como  con los miembros  del Consejo para
la Paz y el  D esarrollo , del  es tado de Chin, incluido su secretario . Sin
embargo, observó que, a pesar del  número cada vez mayor de denu n-
cias recib idas por el Funcionario de Enlace provisional, la Comisión  de
Aplicación del Convenio núm. 29 consideró que ninguna de ellas
estaba justi ficada. Preocupaba a la UE que la Comisión  no  hub iese
encontrado casos de t rabajo forzoso, aunque ev identemente esos casos
ex ist ían. La UE compartía la opinión del Funcionario  de En lace p rov i-
sional  en  el sent ido de que si la Comisión seguía sosteniendo  q ue las
alegaciones  eran infundadas, esta posición arrojaría dudas sobre la cre-
dib ilid ad  de la Comisión y su labor.

Exp resó  la preocu pación y la profunda decepción  de la UE porque
las autoridades de Birmania/Myanmar, a pesar de las  seguridades b rin-
dadas anteriormente, no l iberaran a Daw Aung  San Suu  Kyi n i a su
rep resentante U Tin Oo; tampoco hab ía permitido la reapertu ra de las
oficinas de la Liga Nacional para la Democracia. La UE lamentaba es te
fracaso de las au toridades de Birmania/Myanmar para crear las cond i-
ciones que hubiesen permit ido a la NLD participar en la Convención
Nacional. Además,  exp resó su preocupación por las restricciones
impuestas a los part icipantes en la Convención Nacional. Lamentó que
las autoridades birmanas  no hubiesen aprovechado esta oportunid ad de
comenzar un proceso efectivo de reconciliación  nacional y de t rans i-
ción pacífica a la democracia. También exp resó  preocupación por que
el Relato r Especial  de las  Naciones  Unidas para los Derechos  Humanos
en Birmania/Myanmar,  no hubiese pod ido entrar en el país. La UE rei-
teró su compromiso con el cambio democrático en Birmania/Myanmar,
así como con la asisten cia humanitaria que se presta actualmente a la
población y reiteró su compromiso de t rabajar con sus  interlocutores
del Asia y otros interesados a estos efectos.

El representante gubernamenta l de los Estados Unidos declaró
que su  Gobierno hab ía estudiado detenidamen te la documen tación pre-
parada para la Comisión sob re la evolución  relativa a la cues tión de la
observancia por Birmania del Convenio núm. 29 sobre el trabajo for-
zoso. También había escuchado con g ran interés la presen tación del
Gobierno de Birmania. La conclusión inevitab le era que en  Birman ia

continuaba la práctica del t rabajo forzoso.  L a Comisión  de E xpertos, en
su informe actual , concluyó que «si  bien puede ex ist ir alguna d isminu-
ción  del  t rabajo forzoso desde el in forme de la Comisión de Encuesta
de 1998, en particular para las ob ras de in fraestructura civil , el trabajo
forzoso con tinúa exig iéndose en numerosas reg iones del  país». El Fun-
cionario  de En lace provis ional de la OIT había aportado pruebas fiables
adicionales del  uso actual  del  t rabajo  forzoso y del reclu tamiento for-
zoso  de n iños en las  fuerzas  armadas. Algunas personas de Birmania
habían  demostrado un valor notable al comun icarse con la Oficin a de
En lace de la OIT para in fo rmar sobre los inciden tes relacionados con el
t rabajo fo rzoso . Dos personas  incluso llegaron a presentar una queja en
un  tribunal  de Birmania, en virtud del artículo 374 del  Código Penal de
Birmania, siendo ésa la p rimera vez que ocurría. La pob lación de
Myanmar seguía viviendo en  un cl ima de temor. Su Gob ierno  había
quedado  consternado al tener conocimien to en el mes de marzo  de que
tres personas hab ían s ido sentenciadas a muerte po r haberse puesto  en
contacto  con la OIT. Las autoridades de Birman ia aseguraron al  Con-
sejo de Administración  que se revisarían los casos, pero la reciente
decisión del Tribunal  Supremo se había traducido  tan sólo en una
reducción de las  sentencias , lo cual era inacep table. Nadie debería ser
castigado y nadie debería temer cast igos  por ponerse en  contacto con la
OIT. Instó  a las autoridades de Birmania a que garantizaran que el Tri-
bunal  Sup remo revisara esos casos y a que las tres personas tuviesen
acceso  a una as istencia jurídica real en la preparación  de sus apelacio-
nes.  Actuar de otro modo, tal  y como señalara con  an terioridad el Con-
sejo de Adminis tración, significaría socavar la credibil idad y las  pers-
pectivas de una colaboración  futura. Manifestó su acuerdo con  la
conclu sión de los  miembros  del  Consejo  de Adminis tración en que la
evolución más reciente de la si tuación de Birmania no era suficiente-
men te convincente como para proseguir con la apl icación del  Plan de
Acción. En  efecto, instó a la OIT a que aplazara la fi rma del  Plan de
Acción has ta que se obtuv iese una mejora suficiente de las perspectivas
de una apl icación satisfactoria. Si la situación no mejorara s ignificativa
y rápidamente, el Consejo de Administración de nov iembre tendría que
cons iderar la reactivación de medidas con arreglo al artículo 33 de la
Const itución de la OIT. Habían tran scu rrido casi  50 años desde que Bir-
man ia se co mprometiera a «su primir el  empleo del trab ajo forzoso u
ob ligato rio en todas sus formas», en virtud  del Convenio sobre el  t ra-
bajo  fo rzoso, 1930 (núm. 29 ). L as  autoridades de Birmania deben cum-
plir con sus  obligaciones  y poner fin a tan intolerab le práctica. La única
manera en que podía seguir adelante el Plan era a través de acciones
concretas que demostraran una determinación en la apl icación  de las
tres recomendaciones de la Comisión de Encuesta.

El miembro gubernamental de Australia, hablando también en
nombre del Gobierno del  Ca nadá, dijo que las pos iciones de ambos
países  respecto del t rabajo forzoso en Birmania eran perfectamente
conocidas , tanto  en  la OIT como en  el  marco de las resoluciones de
apoyo  de las Naciones U nidas sobre Birman ia. Reconocieron  el papel
desempeñado  por el Funcionario de Enlace p rov isional  de la OIT en
Yangón, especialmente po r sus esfuerzos para prestar as istencia a las
auto ridades  birmanas  en la observancia del Convenio núm.  29 de la
OIT. El  Canadá y Aus tral ia apoyaron con firmeza el Plan de Acción y
expresaron su profunda decepción porque parecía que no se hubiese
registrado camb io alguno en  Birman ia desde la Con ferencia Internacio-
nal del Trabajo celeb rada el pasado junio en cuanto a la el iminación de
la práctica del  t rabajo forzoso. Era ya tiempo de que Birmania d emos-
trara su compromiso para suprimir el  trabajo fo rzoso  cooperando plena-
men te con  la O IT en la aplicación del Plan de Acción. Reafirmó que, en
principio, Australia y el Canadá eran  favorables a la firma del Plan. El
Canadá y Aus tral ia estaban convencidos de que era menester una
acción urgente para prestar asistencia a los  ciudadanos de Birmania que
son objeto o están bajo la amenaza del trabajo forzoso. Un elemen to
fundamen tal del Plan de Acción era que el pueblo de Birmania debería
estar en condiciones  de cooperar con la OIT con plena confianza y s in
temor a sufrir represalias.  Deseaban que el Gobierno birmano asumiera
un  compromiso  claro , en el sent ido de que lo s contactos  con la OIT no
cons tituyeran un del ito penal. Hasta que no estuviesen convencidos  de
que es to fuese así, se opond rían,  aún con reticencia a la firma y la ap li-
cación del  Plan de Acción. Si  bien  no era adecuado  que esta Comisión
participase en debates pol íticos  más amplios, deberían manifestar clara-
men te al Gob ierno  birmano  que lo s acontecimien tos del  pasado p onían
en tela de juicio sus intenciones relativas a la apl icació n del Plan de
Acción. Australia y el Canadá habían dejado claro  en muchas  ocasiones
que todos los presos polít icos, con inclusión de la Secretaria General de
la Liga Nacional  para la Democracia,  Aung  San Suu Kyi, deberían ser
l iberados inmediata e incondicionalmente. Se cumplían ya más de
12 meses desde que Aung San  Suu  Kyi fuese arrestada en Birmania,
donde permanecía en detención domiciliaria. No había just ificat ivos
para mantenerla detenida y  su l iberación era un  requ isi to previo p ara la
democratización en Birmania, tal como  se señala en la Ho ja de Ruta.
Instó a Birmania a que aplicara la Hoja de Ruta para la democracia,
incluida la redacción de una nueva Consti tución con amplia participa-
ción  y en un debate abierto. La Convención Nacional, que inició sus
actividades  el 17 de mayo de 2004 , no era creíble porque no  satisfacía
esos  requis itos . Correspondía al  Gobierno b irmano crear un clima que
proporcionase confianza a las partes en  cuanto a su part icipación en  la
Convención Nacional.

El miembro trabajador de Malas ia dijo que no se ha observado
ningún progreso en este caso desde sus  inicios, a pesar de las  garant ías
que cada año  da el Gob ierno de Myanmar en  sentido con trario. Propuso
que el represen tante del Gobierno  viajase a Myanmar para ver in s itu  lo
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que pasaba, o que la jun ta mili tar acudiera a la próxima reunión de la
Comisión. Los informes  indican que el  trabajo forzoso t iene lugar cada
día. Señaló el caso de los  refugiados, la mayoría musulmanes , que apa-
recieron en la fro ntera con Malasia y que huían de las prácticas de tra-
bajo forzoso. Con respecto al  párrafo 28 del comentario de la Co mis ión
de Expertos sobre la aplicación del Conven io núm. 29 en Myanmar,
señaló que existían pruebas de que el ejército reclutaba a personas  de
menos de 18 años. Pasando a la cuestión de la l ibertad sindical , ins tó al
Gobierno de Myanmar a que escuchase a su pueblo y  a que convirtiese
la libertad sindical en una real idad.

Un observador que representa a la Confederación Internacional
de Organizacio nes Sindicales Libres (CIOSL), que habló con la
autorización de la Mesa de la Comis ión, declaró  que era el Secretario
General de la Fed eración de Sindicato s de Birmania (FTUB), una orga-
nización de trabajadores  independientes  que trabaja clandest inamente
den tro de Birmania y que tiene oficinas y estructuras  de fo rmación en
países vecinos. As í pues, la FTUB recibe información sob re el  t rabajo
fo rzoso  y otras v iolaciones de los derechos fundamen tales de los  traba-
jadores  enviada p or Shwe Man,  Min  Ky i y Aye Myint , que permanecen
en la cárcel  en Birman ia desde julio de 2003  y cuyos casos fueron
ampliamen te descri tos en  los  documentos presentados  por la Oficin a
ante la Comisión. Aseguró que no hay nada de subversivo , revolu ciona-
rio ni anties tatal acerca de esta afirmación . Tiene y pondrá a disposi-
ción de la OIT un a carpeta que contiene lo s informes enviados d esd e
2001 por sus  compañeros encarcelados . Sin ningún motivo para qu e
fueran sentenciados con  la pena de muerte,  o incluso con un solo día en
prisión, estos documentos  contienen pruebas indiscut ibles de t rabajo
fo rzoso , explotación y extorsión  po r parte de las autoridades mili tares
de Birman ia.

Otro documen to que obra en su poder es el  ú ltimo informe de tra-
bajo forzoso enviado po r la FTUB a la CIOSL, hace menos  de t res
semanas, abarcando  el período de septiembre de 2003 a abril  de 2004.
Este informe contiene información de al  menos 3.000 aldeanos obliga-
dos a trabajar en la cons trucción de carreteras, sumin istrar co mid a al
ejército , hacer guardias, construir cuarteles mili tares, suminis trar mate-
riales  de construcción, cavar canales , suminis trar a barcos , camiones,
buey es e incluso elefantes , arar los  campos  para el ejército o pagar en
efect ivo a cambio  de trabajo que no podían real izar. En el municipio de
Tan-tabin, el pasado diciembre, el Comandante Táct ico Kh in Soe
ordenó a 254 aldeanos  de Baw-gali que limpiaran  los  campos de minas
de las carreteras. En  el  municipio de Lashee, en la División  de Sagaing,
más de 900 familias tuvieron que suministrar mano de obra para cons-
truir una carretera en tre el 8 y el 24  de abril de 2004. Tuvieron que picar
piedras , talar árboles,  arras trar piedras pesadas y construir u n puente. El
informe de la FTUB fue apoyado por 17 órdenes de trabajo forzoso,
que fueron idén ticas en su contenido y forma a las  miles  de ó rd enes que
han  suministrado durante años  a la OIT y que la Comisión de Expertos
hab ía considerado como auténticas. Se distribuyeron en la División de
Sagaing, en la Div isión de Pegu, en el estado de Karen y  en muchos
otros lugares; conten ían fechas, lugares, números de batallones, nom-
bres y  rangos de o ficiales  del  ejército  y descripciones de las autoridades
civ iles.

La persis tencia del trabajo forzoso  en el estado de Arakan fue con -
firmada por el  Fo ro  de Asia, una ONG de derechos humanos basad a en
Bangkok  y cuyos informes sob re Birman ia eran muy conocidos por la
OIT. E n su  úl timo informe, que se remon ta al 1 de junio, se pormeno-
riza el trabajo forzoso en un proyecto de construcción de carreteras para
unir el  su r de Maungdaw con el municipio de Rathedaung. Si  bien las
obras  se iniciaron en un p rincipio median te el uso de una apiso nadora
del  ejército , se paralizó durante unos  meses  cuando  la apisonadora se
acercaba a la zo na rocosa de la co rdi llera de Manyu. En marzo de este
año  se reanudaron los trabajos  con  mano de ob ra forzosa procedente de
cinco  zonas  de la aldea de esa región.  Dos t rabajadores forzosos ya han
muerto en este proyecto de carreteras , en marzo y  en abri l, al ser gol-
peados po r piedras que caían de los precipicios . Es to demuestra clara-
mente no só lo que el ejército sigue ut ilizando  la p ráctica del trabajo for-
zoso, sino que también  ha ut ilizado a estos  trabajado res para g randes
proyectos de infraestructura, en contradicción con las garantías dadas
por la Junta a la comun idad internacional . Sin embargo , se debe des ta-
car que el trabajo forzoso ha dejado de exist ir en la zona duran te algún
tiempo en  2002 y 2003, pero se ha reanudado de nuevo cuando un bata-
llón  de ejérci to fue desp legado  en la zona. En otras palabras,  el t rabajo
fo rzoso  s igue imponiéndose enormemen te por el ejérci to, según las
decis iones de lo s comandan tes locales sobre qu ienes las autorid ades
centrales no  pueden o son  incapaces de imponer un control efectivo .

El FTUB, los trabajadores y la población  de Birmania agradecen a la
OIT sus  esfuerzos  en el terreno  para eliminar el trabajo forzoso. Están
animados  por la apertura de la oficina en Yangón, y piensan que al
menos dos  nuevas oficinas de la OIT deben abrirse, una en el  no rte y
otra en el sur de Birmania para que todas las personas de las zonas rura-
les tengan acceso  a la OIT. Sin embargo, es tán muy preocupados por el
hecho  de que, durante las úl timas  semanas, muchas personas que desea-
ban  informar a la OIT sobre los casos de trabajo forzoso fueron  alejadas
por el  personal  de seguridad  del  hotel de Yangón donde la o ficina
es taba situada. Se refirió a las  garantías  fo rmuladas po r las autoridades,
según las cuales el con tacto con la OIT y que no cons tituye un  deli to,
una comunicación que se debe anunciar públicamente en los idiomas
étnicos y po r todos  lo s med ios uti lizados a es tos efectos, tales como la
radio y la televis ión. Se debería también garant izar el derecho de los
trabajado res de Birmania de contactar con  las  organizaciones s indicales
independientes , incluida la FTUB. Estos  requ isitos, así  como la necesi-

dad de una puesta en libertad  inmediata e incond icional de los deten i-
dos  sentenciados el  pasado nov iembre por alta traición, cons tituyen los
requisi tos mínimos para que la OIT pueda adoptar las medid as necesa-
rias en el país, tales  como  la apl icación del Plan de Acción . A falta de
un progreso auténtico  y tangible, la OIT debe aplicar las acciones y
medidas previstas en la resolución  de 2000 adoptada por la Conferencia
Internacional del Trabajo, con arreglo al  art ículo 33 de la Co nsti tución.

El miembro trabajador de los Países Bajos afirmó  qu e tenía que
formular dos observaciones  con el fin de examinar algunos  pun tos que
había mencionado el  año pasado  durante la sesión especial  sobre Myan-
mar. El  primer punto  se refiere a las Directrices  de la OCDE  para las
Empresas Mu ltin acio nales  como  instrumen to para ayud ar a gobiernos ,
empleadores y sind icatos en la contribución de la eliminación  del tra-
bajo forzoso. Observó  que el  año pasado, este ins trumento , que no era
vincu lante, había perdido casi todo su potencial como consecuencia de
una decis ión tomada por los  Estados miembros  de la OCDE para limi-
tar el alcance de su aplicación a las  inversiones  directas y los casos
excepcionales , relat ivos a las  invers iones relacionadas con el comercio ,
que se decidirán caso por caso. Los gobiernos  tomaron esta decisión  a
pesar de que los p rocedimiento s de queja contra empresas  co n act ivida-
des económicas en Birmania, aparte de la inversión directa, por ejem-
plo, las agencias  de v iaje, seguían presen tándose en los  Países  Bajos y
eran declarados admisibles  por el  centro nacional  de contacto . A princi-
pios de este año, el Gobierno  indicó a las agencias  de viaje que debe-
rían dejar de o rganizar v iajes a Birmania y tomar las  medidas necesa-
rias respecto de sus clientes  si  decidían ignorar la polí tica
gubernamental  des tinada a desalentar los  intercambios  comerciales  con
Birmania, lo  que p rodujo una gran satisfacción, al menos para lo s sind i-
catos. Un  cierto número de agencias de viaje cesaron , de hecho, sus
act ividades en Birmania como  resultado  de la campaña lanzada por
ONG y sind icatos, pero algu nas  continuaron . Además, los s indicatos
lograron examinar un caso con arreglo  a las Directrices  de la OCDE en
sus  es fuerzos po r modificar la pol ítica de un importante inverso r holan-
dés en  Birmania, a saber, la empresa IHC CALAND de excavaciones ,
construcción  naval  e ingeniería, que realizó negocios en Birman ia con-
juntamente con la empresa Premier Oil y  desde septiembre del añ o
pasado, con su  sucesor en esta operación conjun ta, Petronas Malas ia.
Después de dos años  de discusiones , la empresa holandesa decidió
cambiar su polít ica, y prometió dejar inverti r (a pesar de mantener sus
obligaciones contractuales en  operaciones  conjun tas concluidas ante-
riormente) y expresó su p reocupación sobre el t rabajo forzoso en ese
país.  A so licitud de las Confederaciones de Sindicatos de los  Países
Bajos FNV y  CNV la empresa en cues tión  se d irigió  tamb ién, a Petro-
nas Malasia, ins tándola a respetar las directrices de la OCDE sob re el
trabajo forzoso,  promesa que acaba de real izar, también, la empresa de
Malasia.

El  o rador continuó con su segundo punto relacionado con el segu i-
miento de la resolución de Myanmar de 2000  con arreglo al  art ículo 33
de la Constitución de la OIT. Recordó que el año pasado había prome-
tido una nueva ronda info rmativa para la apl icación de la resolución, lo
que hubiera mostrado  la manera en que los interlocutores de la OIT
habían examinado nuevamente su s relaciones con Birmania.  De hecho ,
la Comisión no tenía informaciones a este respecto, ya que la primera
ronda informativa fue llevada a cabo sólo unos meses  después de la
adopción  de la resolución y el período de tiempo fue tan corto que no se
pod ía prever de manera real ista que las  polí ticas del go bierno, los
empleadores y lo s sind icatos hubieran para entonces cambiado . En la
actualidad, s in embargo, la Comis ión debería es tar en condiciones de
examinar las repercusiones  que esta resolución ha tenido  en la p ráctica
en cuanto a su cumplimiento por parte de aquellos  que la adoptaron. Se
preguntó  si la frase « reactivación de la resolución» equivale a un enten-
dimiento  tácito según el cual ésta no se debería aplicar por el momento
y que la OIT no debería pronunciarse. Si  éste es el caso, lamentó que en
un ámbito en el  que la OIT  tiene un firme y  considerable p rest igio ,
especialmente en el cuidadoso control de la aplicación de polí ticas, la
Organ ización hub iera actuado sin  transparencia y de manera vacilan te.
Por consiguiente, rei teró su fi rme petición para que lleve a cabo un
seguimiento  de la resolución en cuanto a un  informe periódico d e su
aplicación en la práctica por los interlocuto res sociales de es ta Organ i-
zación.

El miembro trabajador del Japón observó, en nombre d e la Con-
federación de Sindicatos  del Japón (JTUC – RENGO), qu e, a pesar de
las promesas hechas po r el  Gobierno de Birmania, todavía es tá muy
extendida la exacción de trabajo forzoso en  Birmania, tal como señaló
la Comisión de Expertos  en su informe. Tomando nota de lo s amplios
esfuerzos que ha real izado  la OIT para eliminar el trabajo forzoso en
Birmania, expresó la esperanza de que el Gobierno tome las medidas
necesarias para hacer posible la imp lementación del Plan d e Acción
Conjun to lo antes posible. Recordó que la resolución de 2000 sobre
Myanmar, adoptada en virtud  del  artículo 33 de la Cons titución de la
OIT, instaba a los Es tados Miembros  de la OIT a revisar sus  relaciones
con el Gobierno de Birmania y pid ió a todas las Partes que no concedie-
sen ninguna ven taja al Gob ierno de Birmania. Opinó que esta resolu-
ción sería eficaz en la práct ica s i todos los E stados Miembro s pud iesen
unirse para pres ionar a Birmania,  pero también reconoció  que, al
mismo tiempo, la comun idad internacional  debe propo rcionar la ayuda
necesaria al  país a fin de erradicar el trabajo forzoso. A este respecto ,
lamentó tener que observar que algunos  países y algunas compañías
multinacionales apoyan financiera y polí ticamente al  Gobierno  de Bir-
mania. Aunque no negó que la invers ión internacional  pudiese ayudar a
la apertura de las  sociedades y conllevar cambios  democrát icos, h izo
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hincapié en que no es éste el caso  de Birmania. Por ejemplo, la legisla-
ción interna exige qu e la inversión  ex tran jera d irecta (IED) se realice a
través de empresas conjun tas con el régimen  mili tar, por lo que los
hono rarios  y beneficios de la invers ión van directamente a los genera-
les. Señaló  que según el informe anual 1990-2002 del  Economic Ho l-
ding de Myanmar, que es  propiedad del régimen mil itar de Birmania,  la
IED ha crecido de forma significativa, y la mayoría de los inversores  de
importancia en Birmania son países  de la ASEAN, tales como Singa-
pur, Tai landia, Malas ia e Indones ia. Un tercio  de la IED corresponde a
los  sectores  del  gas y del petró leo. Los países más importan tes respecto
a la IED en Birmania de 1990 a 2002 fueron Singapur, el Reino  Unido ,
Tailandia, Malasia, Francia y el Japón. Y las compañ ías más importan-
tes en los sectores  d el  gas y del petróleo fueron:  1 ) la corporación
Daewoo de Corea; 2) TotalFinaElf; 3) Uncoal de los  Estados Un idos;  4)
Petroleum Inc. de Canadá y, 5 ) TG World Energy  Ltd. de Canadá. Y lo
más grave, la inversió n aumenta ráp idamente, incluso después  de la
adopción de la resolu ción de la OIT en 2000.  No existe ninguna duda
de que este tipo de ap oyo ayuda al rég imen mili tar a continuar en  el
poder y a oprimir al p ueb lo de Birmania, y  en  última in stancia conduce
al mantenimiento del trabajo forzoso en Birmania. Para concluir, ins tó a
los  representantes de los gobiernos y  de los empleadores  de esos países
a dejar de conceder ven tajas al régimen mili tar, ya que ésta sería la
forma más eficaz y rápida de poner término al  t rabajo forzoso en  Bir-
mania.

La miembro trabajadora de Italia observó que, a pesar de las  pro-
mesas realizadas por el  rég imen militar de Birmania en  los últimos
años, la si tuación relativa a las  violaciones generalizadas  del Convenio
no mejo raba en realidad, y que ahora es urgen te evaluar la coherencia
del Gobierno.  Aunque se hayan adoptado algunas medidas, es tas fueron
más bien de carácter superficial  y no trataron el  meollo  del problema.
Los últ imos casos de alta t raición ante el  Tribunal Sup remo relativos a
nueve personas  apoyaro n desgraciadamente esta desesperanzadora afir-
mación.  Si bien después de la reunión  del  Consejo  de Administración
celebrada en marzo, la pena de muerte fue conmutada por el  Tribunal
Supremo, todas las personas  condenadas  de alta t raición  por haberse
puesto  en con tacto con un sindicato, permanecen en prisión y deberán
ser puestas en libertad inmediatamente, mientras que sus sanciones
penales, incluida la sanción  de carácter eufemíst ico de «trabajo rigu-
roso», deben suprimirse como requisito previo a cualquier otra medida.
Observó que los principales pun tos identificados por la Comisión  de
Encuesta no se habían ap licado, por ejemp lo, la Ley de Aldeas y  la Ley
de Ciudades no se habían  enmendado, s i bien el decreto núm. 1/99 y su
decreto complementario hab ían s ido adoptados  y podían ser ut ilizados
como base jurídica para el iminar el  trabajo forzoso con la condición  de
que deberían  apl icarse estrictamen te. No se dieron ins trucciones con-
cretas para errad icar el  trabajo forzoso,  tal y como venía solici tando la
Comis ión de Expertos  durante muchos años, y nada just ifica es te
retraso  del Gobierno. El único punto en el  que se reconoce que se han
adoptado algunas medidas es en la propaganda o torgada a las órdenes, a
pesar de que su eficacia es prácticamente nula. Sub rayó que ún icamen te
si las personas fueran conscien tes de que el  trabajo forzoso cons tituye
un deli to, éstas tendrían el  valor de oponerse,  y que las medidas  genera-
lizadas de propaganda deberían apuntar a la población , a las autorida-
des civiles  y al ejército.  Sin embargo, no  parece que se hayan adoptado
todavía medidas de propaganda en relación con el ejército,  mien tras
que la Comisión de Aplicación del Convenio núm. 29 no se ha alcan-
zado  a las  autoridades civiles  en la totalidad  de los 16  es tados y d ivisio-
nes, una gran parte d e la población  birmana nunca tuvo  conocimiento
de los  decretos.

Insistió también en la urgencia de que el  enorme presupuesto asig-
nado en la actualidad al ejérci to y a la compra de armas se ut ilice para
la eliminación del t rabajo  fo rzoso  y la promoción de condiciones  socia-
les jus tas. En cuanto  al mecanismo de control , observó  que el diálogo
entre la Comisión de Aplicación del  Convenio núm.  29 y el Funciona-
rio de Enlace debería servir para llegar a resultados  más rápidos y  con-
creto s, po r ejemplo , median te la creación , después de cada reun ión, de
una lis ta de las tareas  realizadas  y  de las personas responsables  de su
aplicación, para que los acontecimiento s puedan ser evaluados de
manera más adecuada po r el  Consejo de Administración. Además ,
observó que los  método s de inves tigación de la Comis ión de Aplicación
no son ap ropiados y manifestó su profunda preocupación por el hecho
de que todas las  acusaciones de trabajo forzoso transmitidas por el Fun-
cionario de En lace para su invest igación hubiesen sido infundadas o no
se hubiese realizado después una investigación . El Gob ierno necesi ta
entender que el  imperio  del  derecho exige no sólo el estab lecimiento de
un sistema, sino también la garant ía de procedimientos  jus tos, transpa-
ren tes y eficaces, qu e no podemos aplicar a este caso. En cuanto a la
cues tión  de su cump limiento, recordó que, si  bien la Comisión de
Encuesta había ins tado al Gobierno a tomar las medidas necesarias para
garant izar que las san ciones que podrían imponerse con arreg lo al art í-
culo 374  del  Cód igo Penal  por el  recurso al trabajo forzoso fuesen  cum-
plidas estrictamente,  hasta la fecha, no se había impuesto nunca una
sanción n i se había presentado ninguna denuncia, excepto en los dos
últ imos casos presentad os po r el  Funcionario de Enlace.  Esto  no sign i-
fica que no se recurriera al t rabajo forzoso, s ino más  b ien que el  sistema
no gozaba de la confianza de las  v íctimas . Sin embargo , consideró alen-
tador que la presencia del  Funcionario de Enlace compensara de alguna
manera esta g rave deficiencia, pues to que éste había informado que
recib ió acusaciones p ormenorizadas  de las v íctimas  de trabajo forzoso .
En este sen tido , o bservó  que la situación sobre el carácter provisional
del Funcionario de Enlace debería resolverse mediante la creación ,

incluso a falta de un Plan de Acción, de una Oficina de Enlace que
gozara de suficien tes recursos  humanos y medios, capaz de separar, por
una parte, las  relaciones  pol íticas con las autoridades nacionales , y, por
otra parte, las  actividades  prácticas que se llevan a cabo en el  terreno,
las  medidas de seguimiento y la evaluación.  Concluyó propon iendo que
a parti r de es te momento y hasta noviembre, la es tructura de la Oficina
de Enlace se ampliara en  el  terreno, empezando con Mandalay y el pue-
blo denominado Moulmein al su r del  país.

La miembro  gubernamental  de Nueva  Zelandia recordó  que su
Gob ierno había pedido reiteradamente al Gobierno de Myanmar que
estableciera las  condiciones para poder eliminar del país la detestable
práctica del trabajo forzoso y reafirmó el claro apoyo de su Go bierno al
Plan de Acción Conjunto que b rinda la oportunidad de progresar consi-
derablemente. Recordó que el año pasado , en esta ses ión especial, se
expresó la grave preocupación  por los acontecimiento s de Myanmar
que impiden  la apl icación  del  Plan de Acción y que el año pasado el
Consejo  de Adminis tración reflejó  en  dos ocasiones estas preocupacio-
nes,  citando otros casos preocupantes que conspiraban con tra los  obje-
t ivos del Plan de Acción.  Expresó el reconocimiento de su Gobierno
po r las medidas tomadas para remediar en parte algunos de los casos,
pero también transmitió la consternación de su Gobierno por los pocos,
s i ha habido alguno , signos de progreso o de volun tad po lítica para
tomar medidas  concretas a fin de crear las  condiciones  en  las cuales
pueda aplicarse el Plan de Acción. Hizo hincapié en que su Gobierno
s igue muy preocupado por la si tuación en Myanmar, incluidas las con-
t inuas detenciones de oposi tores pol ítico s, restricciones al  derecho  a la
l ibertad de opin ión y expresión, y a la libertad sindical, y que esta prác-
t ica deplorable ya ha durado demasiado tiempo. Concluyó diciendo que
exis ten numerosas med idas concretas que podrían ser adoptadas p or el
Gob ierno de Myanmar, inclu so aparte del  Plan de Acción, a fin d e erra-
dicar estas prácticas y  que debería darse más prioridad  al  hech o de rea-
l izar progresos  sustant ivos a este respecto.

El miembro gubernamental  de Sri Lanka se fel icitó por los
esfuerzos real izados por el Gobierno de Myanmar en cooperación con
la OIT para la eliminación del  trabajo forzoso. Las autoridades de
Myanmar revisaron  las sentencias de ciertos ciudadanos y las conmuta-
ron por sentencias menos severas  en respuesta a los puntos  de vis ta y a
las  preocupaciones expresados por el Consejo de Admin istración de la
OIT. In stó al Gobierno de Myanmar y  a la OIT a que continúen colabo-
rando con objeto de resolver la cuestión y suprimir las  med idas toma-
das con tra Myanmar por la Conferencia Internacional del Trabajo.

El miembro trabajador de Burundi  declaró que iba a comentar
dos variantes abyectas del t rabajo forzoso, en la forma en la que siem-
pre se ha practicado en Birmania: el reclutamiento forzoso de niños  sol-
dados y la ut ilización forzosa de trabajadores  como  detectores  de
minas. Dos  ejemplos  ilus tran  es tas prácticas muy extendidas . En primer
lugar, el 6 de mayo de 2004, un joven de 16 años , llamado Wai Z im, fue
detenido cerca de su casa famil iar en el pueblo de Hlaing Thaya. Se t ra-
taba de un joven desertor del batal lón de infantería ligera núm.  215, que
había sido  reclu tado compulsivamen te en diciembre de 2003 , a la edad
de 13 años, y cuyo nombre fue cambiado por el ejército  para que sus
padres tuviesen más  dificultades para encontrarle.  Su arresto p or deser-
ción , el mes pasado, es doblemen te irón ico. Por una parte, la orden  de
detención ind ica que debe ser arrestado para ser o ficialmente desmovi-
l izado po r el ejército. Por otra parte, la orden de detención la firmó el
teniente general  Tayn Sayn, que tamb ién es secretario del Comité
gu bernamental  para la p revención de la u tilización  de niñ os soldados.
El  joven Wai Zim es  uno de los 70.000 n iños  soldados actualmente u ti-
l izados forzosamente por el  ejército  birmano. En  segundo lugar, la uti li-
zación de detectores de minas humanos  por el ejército birmano cons ti-
tuye una práctica ampliamente conocida por la OIT y por esta
Comisión, que continúa estando muy extendida actualmente. De esta
forma, durante la o fensiva militar contra los rebeld es  del estado de
Karen , en octubre de 2003, al  menos 300 trabajadores fueron  obligados
a t rabajar como po rtado res y como detectores de minas . Al menos  tres
de ellos murieron  despedazados  por las minas sobre las  que caminaron.
Para concluir, expresó la esperanza de que es ta Comisión ten drá la
voluntad de condenar severamente estas práct icas  abominables  del  ejér-
cito birmano .

El miembro empleador de la India observó que la cues tión  de
Myanmar continúa siendo el punto  de mira, a pesar del tiempo transcu-
rrido  desde el  In fo rme de la Comisión de Encuestas y  de la primera vez
en que se invocó  el art ículo 33 de la Cons titución de la OIT.  Subrayó
que el objet ivo de esta Comis ión no só lo debería ser el  castigo de los
culpab les, sino también una garantía para que la acción de la OIT sea
efectiva y se produzcan resul tados definit ivos. Por consiguiente, realizó
algunas propuestas para mejorar la eficacia de la OIT a este respecto.
En  primer lugar, el Plan de Acción Conjunto debería ser incondicional
y no debería depender del cumplimiento  de condiciones previas para su
aplicación  efectiva. Esto llevaría a un círculo  vicioso según el  cual esta
s ituación no mejoraría porque el  plan de acción no se l levaría a cabo.
En  segundo lugar,  los programas de cooperación técn ica deben multi-
pl icarse para que la pob lación del  país  sea cada vez más conscien te, a
saber, mediante programas de educación  masiva. En tercer lugar, si  bien
la supervis ión y el  control  de la s ituación habían de continuar, esta
Comisión no debería celebrar anualmen te una sesión especial sob re
este caso, sino más b ien cada dos  o tres  años después de que la OIT
adop tara las medidas necesarias en el país y la si tuación hubiera cam-
biado drásticamente.

El miembro gubernamental de la India declaró que su delegación
había tomado  nota detenidamente de la información comunicada por la
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Oficina,  especialmente en  torno a los acon tecimientos que habían
tenido lugar desde que el  Consejo de Adminis tración hubiese exami-
nado la cues tión d e la observancia por Myanmar del Conven io núm. 29,
en marzo de es te año, cuando se habían verificado avances pos itivos  y
las autorid ades de Myanmar demostraron una apertura a la colabora-
ción. El miembro gubernamental cons ideró que la inicialización  del
Plan de Acción Conjunto  en mayo del año pasado, consti tuía un paso
importante que marcaba un nuevo comienzo en el  proceso de colabora-
ción entre la OIT y las  au toridades de Myanmar. Ins tó a ambas partes a
avanzar h acia la apl icación de este Plan de Acción  y tomó nota con
satisfacción de q ue las  dos partes  hab ían venido celeb rando consultas
sobre las medidas que requerían adoptarse frente a su aplicación, espe-
cialmente el hech o de que el Funcionario  de En lace hubiese podido v ia-
jar a diversas  zon as según  sus deseos, sin  restricción , guía o acompa-
ñan te, del 10  al 15 de mayo, y  también  que hubiese podido encontrarse
libremente con una serie de personas . Sug irió que tales acontecimien tos
tenían que ser co nsiderados posit ivamente por la Comis ión, por cuanto
transmitían el  deseo, tan to de la OIT como del  Gobierno de Myan mar,
de mejo rar la situación. Informó a la Comis ión de la opinión de su
Gobierno, según  la cual  debería aportarse a Myanmar la asistencia ade-
cuada que produjera los cambios necesario s, sin v inculación alguna con
el  proceso de p olít ica interna del país. Tenían que evi tarse aquellas
medidas que tuviesen el potencial de desviarse de este proceso.

El miembro gubernamenta l del Japón h izo hincapié en la impor-
tancia concedida por su Gobierno a una rápida y efectiva eliminación
del  trabajo forzo so en Myanmar. Señaló que esto debería lograrse a tra-
vés  de medidas apropiadas tomadas por el  Gobierno de Myanmar en
cumplimiento de las recomendaciones  de la Comisión d e Encuesta, y
exp resó su confianza en que a través del  diálogo y la cooperación en tre
la OIT y Myanmar, se real izarían progresos  firmes  para alcanzar este
fin. Consideró q ue es  esencial  para la apl icación del Plan de Acción
Con junto  apo yar las actividades  del  Facilitador y promover la ap lica-
ción de sus proyectos  p iloto, mediante el cual se consolidaría la con -
fianza entre la OIT y el Gobierno de Myanmar, e ins tar a Myanmar a
tomar otras medidas posit ivas . Por últ imo,  exp resó su esperanza en que
se alcanzasen progresos en las d iversas cuestiones relativas a este res -
pecto .

El miembro g ubernamental de China afirmó  que escuch ó cuida-
dosamente las opiniones exp resadas por todas las partes du rante la dis -
cus ión y  abrigó la esperanza de que se deje cons tancia en actas de todas
es tas op iniones . Observó que Myanmar se ha es forzado por mejo rar la
apl icación del Convenio y expresó la esperanza de que la cooperación y
el  diálogo  entre el Gob ierno de Myanmar y la OIT facil itará una ap lica-
ción rápida del Plan de Acción Conjunto.

El miembro  gubernamental de Bangladesh afirmó que el  t rabajo
fo rzoso  en cualquier s itio y  forma debe erradicarse y  que no se deben
escatimar es fuerzos para alcanzar este objetivo. E xpresó su agradeci-
miento al Director General de la OIT por la continua cooperación  en tre
la OIT y  Myanmar. Además, man ifes tó su agradecimiento po r la labo r
del  Funcionario de Enlace de la OIT. Subrayó que la apl icación  del  Plan
de Acción Conju nto es de suma importancia y po r consigu iente in stó a
ambas partes p ara que realicen esfuerzos  sinceros para alcanzar este
objetivo . En  este sentido, invitó al  Gobierno de Myanmar para que
colabore cada vez más con la OIT y solici tó a la Oficina a que se com-
prometa de man era construct iva con  el Gobierno  de Myanmar para l le-
gar, en breve, a una so lución sobre es ta cuest ión.

El miembro  gubernamental de Pakistán agradeció al  represen -
tante del Gobierno  de Myanmar la in fo rmación que había propo rcio -
nado sob re las medidas tomadas para abordar la cues tión  del t rabajo
fo rzoso  en su país . De toda esta información, retuvo, en especial,  que
por primera vez en  el país los tribunales  habían revisado y conmutado
condenas  en  resp ues ta a las opiniones y  preocupaciones  exp resadas po r
una organización in ternacional . De esta forma, como se prometió en la
última reunión d el  Consejo de Administración,  el  Tribunal  de Apela-
ción en su sentencia de 12 de mayo de 2004, examinó los casos de
nueve acusados. E l miembro gubernamental  se congratuló po r este
avance y consideró que debía apreciarse. Asimismo, se congratuló po r
el  hecho de que se había permitido  al Funcionario  de Enlace de la OIT
viajar por el país  y entrevistarse con todos los acusados . Po r ú ltimo,
pidió más ayuda técnica para el Gobierno de Myanmar en respuesta a
es tos avances.

El representante gubernamental de Myanmar d eclaró que res -
pondería brevemen te a los puntos plan teados durante la discusión. Con
respecto a las  cuestiones planteadas  por algunos miembros sobre la
Convención Nacional, explicó  que Myanmar es un  país en  t rans ición,
que lucha para establecer un Estado moderno , desarrol lado y  democrá-
tico. Desde este punto  de vis ta, el Primer Minis tro, General Khin
Nyunt,  proclamó, el  30 de agosto  de 2003, una hoja de ruta que consta
de siete etapas y que ha sido  aceptada por los  países de la región y po r
otros países . L a novena cumbre de la ASEAN y la séptima cumbre de la
ASEAN+3, que tu vo lugar en  Bali en octubre de 2003, se congratularon
por el plan  considerándolo un enfoque pragmático y  un p rograma
importante. La p rimera etapa,  que cons iste en  convocar de nuevo la
Convención Nacional, se está l levando a cabo. La Convención Nacional
es tá actualmente en período de ses iones. El  20 de mayo  de 2004, en
dicha Convenció n real izaron discusiones y se proporcionaron aclara-
ciones sobre los principios  bás icos para el sector social, in cluidos  los
derechos de los trabajado res. En las discusiones también se t rató el
principio básico  de la formación de organizaciones de trabajadores , es
una cues tión que se examinará posteriormente en esta Comisión.

Con respecto a las  cuest iones plan teadas acerca del  procedimiento
penal y de los proced imien tos legales respecto a tres personas cuya
condena po r al ta t raición  tenía una dimensión para la OIT, qu iso hacer
hincapié en que Myanmar posee un s istema jurídico  y un  código  de
procedimiento penal muy amplios y elaborados. Durante lo s años de la
colon ización  se redactaron el  Código  Penal  de Myanmar, el  Código  de
Procedimiento  Criminal de Myanmar, la ley sobre las pruebas y el
Código  de Proced imien to Civil  de Myanmar. L as inves tigaciones, las
incautaciones, la compilación de pruebas , en particu lar, los proced i-
mientos judiciales  y de apelación se llevan  a cabo sistemáticamente de
acuerdo con estas leyes . De nueve individuos condenados  por alta trai-
ción, en  es te caso el tribunal consideró  que cinco habían es tado involu-
crados en actos criminales y cuatro fueron declarados  culpables de
complicidad. Señaló que su derecho a una segunda apelación ya fue
mencionado en su primera intervención.

Con respecto a la enmienda de la Ley de Aldeas y  de la Ley de Ciu-
dades, informó  a la Comisión  que su Gobierno había estad o buscando
formas de modificar algunas de sus  d ispos iciones y a este respecto
había real izado  amplias  consultas  con diversas  partes . Añadió que su
Gobierno hab ía promulgado la orden núm. 1/99 y  su orden sup lementa-
ria que tenían fuerza de ley y, tal como la Comisión de Expertos había
reconocido, podían p roporcionar una base no rmativa para imp lementar
el Convenio  núm. 29. Esto demostraba que el Gobierno había tomado
las medidas necesarias  para estab lecer una só lida base no rmativa para
la eliminación del trabajo forzoso. Con respecto a los comentarios rea-
lizados  sobre el Código  Penal añadió que, tal como ya hab ía mencio-
nado antes , por p rimera vez se estaban  llevando a cabo p rocedimientos
judiciales basados en el art ículo 374 del Código Penal  y que se toma-
rían las medidas necesarias con tra los  culpables  de violar la ley. El
representante gubernamental  p rotestó contra el  abuso  en la util ización
del foro de la Comisión de Normas  por parte del  Sr. Maung  Maung y
recordó que el día anterior hab ía entregado una carta sobre esta cues-
tión a la Presiden ta.

Con respecto a los comentarios efectuados  por algunos  d e los miem-
bros respecto a que los p rogresos real izados por Myanmar en la aplica-
ción de medidas  y  en la cooperación con la OIT eran bastante lentos ,
reiteró que, a su juicio, las  med idas tomadas por las  autoridades de
Myanmar, habían s ido, especialmente en lo s últ imos meses, po r lo
menos ráp idas, opo rtunas y t ransparentes. Añadió que el Gob iern o
estaba haciendo todo lo posible para avanzar en el proceso d e coopera-
ción con la OIT en sus  esfuerzos para aplicar las disposiciones del Con-
venio núm. 29. Señaló que las autoridades de Myanmar es taban a la
cabeza respecto a la firma y  entrada en vigor del Plan de Acción  Con-
junto, en lo relativo a su aplicación, y que ya habían  empezado  a poner
en práct ica algunas  de sus disposiciones. Sin embargo, hizo  hincapié en
que, dada la naturaleza del icada de la cuestión y sus dificultades, el
Gobierno tenía que adoptar un  en foque progres ivo. Es te en foque at i-
nado y prudente no sign ificaba que las medidas tuv iesen  que ser nece-
sariamente lentas, s ino que lo s progresos  se real izarían paulatinamente
y de forma sistemática. En  su conclus ión, observó  que el  proceso de
diálogo y  cooperación entre Myanmar y la OIT hab ía funcionado muy
bien hasta ahora, y  aseguró a la Comisión que el Gobierno continuaría
este proceso de diálogo y cooperación.

Los miembro s empleadores señalaron  que duran te los ú ltimos cua-
tro años  la Comis ión había estado  manteniendo una serena discusión
sob re una cuest ión que podía dar lugar a inquietud, por no tratarse de
una cuestión menor sino de un tema fundamen tal sobre los derechos
humanos. Observaron que el  Gob ierno nunca había negado la existen-
cia de t rabajo fo rzoso  en el país y en numerosas discus iones sobre es ta
cuestión había p rometido  tomar medidas. Sin embargo, el  cumpli-
miento efect ivo de es tas promesas  dependía finalmente d el  propio
Gobierno.  En la discusión de este año, los miembros empleadores
habían observado tanto progresos como retrocesos  preocu pan tes. Por
ejemplo, la declaración  del rep resentante gubernamen tal respecto a que
la o rden núm. 1/99  y su orden complementaria tenían  fuerza de ley,
pod ía imp licar que no había necesidad de enmendar la Ley de Aldeas y
la Ley de Ciudades. Es ta afirmación  era muy discu tible y a que estas
órdenes están en contradicción con leyes anteriores que permiten, y de
hecho exigen, el t rabajo forzoso y que tenían que ser derogadas a fin de
aclarar la situación de la legislación. As imismo , exp licaron que la Con-
ferencia, en su resolución de 2000, que era vinculante para la Comi-
sión, había decidido que la Comisión examinase es te caso anualmen te.
Respecto  a la conducta de otros  gob iernos, los miembros empleadores
observaron que las  sanciones que fueron adoptadas hace 16  años no
habían dado  ningún resultado posit ivo y que los resul tados negativos
que hubiesen podido producir hab ían recaído sobre el  pueblo de Myan-
mar. Parecía que los gob iernos no ten ían una idea clara sob re lo  que
debería hacerse al respecto.  Por lo tanto, los  miembros empleadores
consideraron que la OIT debería proseguir individualmente, en ausen-
cia de un socio estratégico. Hicieron  hincapié en que la OIT  había con-
seguido resultados importan tes en es te caso, pero también señalaron
que debía hacerse mucho más . Observaron que el Plan de Acción era un
logro  importante y que su aplicación era necesaria. Los miembros
empleadores expresaron su confianza en que las autoridades de Myan-
mar tomasen conciencia sobre el hecho de que la abo lición del trabajo
forzoso sería posit iva para todos, y, especialmente, para el país  y su
pob lación.

Los miembros trabajadores desearon hacer h incap ié en que no
aceptaban las críticas formuladas por el representante gubernamental
en relación con la intervención del Sr. Maung Maung. Señalaron que
lo s debates que habían tenido lugar confirmaron, incluso reforzaron sus
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constatacion es in iciales sobre la gravedad de la s ituación y la inobser-
vancia persistente por el  Gobierno de las recomendaciones de la Comi-
sión de Encuesta y de la Comisión de Expertos. La gravedad de las
práct icas  de t rabajo forzoso impuestas  a la población, incluidas las rela-
tivas a la construcció n de infraestructu ras y la uti lización de niños  so l-
dados y de civi les para la detección de minas es profundamente conmo-
vedora y  preocupante. Ha llegado el momento de que se respeten las
recomendaciones  de la Comisión de Encuesta. El Gobierno de Birma-
nia debe rev isar las leyes en cuestión; precisar qué ent iende por «traba-
jos  forzosos» y difundir ese concepto  entre las au toridades civi les y
militares y en la pob lación, así como prever las partidas presupu es tarias
necesarias para que las obras  se ejecu ten sin  recurrir al t rabajo forzoso .
Además, la Comisión de Aplicación  del Convenio núm.  29 es tablecida
por el Gobierno debe rend ir cuentas  sobre la manera en  que examina las
denuncias que se presentan. El  Funcionario de Enlace debería poder
seguir el  desarrol lo de esos exámenes, someter casos  a los t ribunales y
proponer so luciones por ejemplo, competencias atribuidas inicialmen te
al Facili tador previsto en el Plan de Acción elaborado  el año p asado .
Ahora bien, la apl icació n de ese Plan  depende de acontecimientos  pol í-
ticos  y judiciales . En esas condiciones, los miembros trabajado res ex i-
gieron que el  Gobierno  formule una declaración o ficial  en la que se
afirme,  por una parte, que las  comunicaciones con  la OIT o la p osesión
de informaciones procedentes de la OIT no consti tuyen actos del ictivos
y, por otra parte, que las comunicaciones con  terceros sobre cues tion es
que interesan a la OIT no  están sujetas a sanciones, una declaración  que
deberá pub licarse y  difundirse por todos  los medios  aprop iados. As i-
mismo , exigieron  que el  Tribunal Supremo d ictara una sentencia en
debida forma en  relació n con los nueve condenados  y, en primer lugar,
la l iberación  inmediata de los t rabajadores condenados por haber man-
tenido contactos  con la OIT y las  organ izaciones  sindicales. El
Gobierno deberá aclarar también la noción de «confinamiento a perpe-
tuidad».

Por ú ltimo, a fin de crear un  clima po lítico propicio a la apl icación
del Plan de Acción  Conjunto,  el Gobierno debe l iberar imperativamen te
a la Sra. Aung San Suu Kyi;  reabrir las oficinas de la Liga Nacion al
para la Democracia y derogar las restricciones  impuestas  a los partici-
pantes en la Convención Nacional. Si el  Gobierno  no sat isface estas
demandas antes  de n oviembre, los miembros trabajadores pedirán al
Consejo de Adminis tración que refuerce el llamamiento que se hab ía
hecho a lo s Es tados Miembros  en virtud del  art ículo 33 de la Cons titu-
ción de la OIT.

Después de tomar nota de la información suministrada  po r el
representante gubernamental , la Comis ión tomó  nota con profunda
preocupación de la  observación de la Comisión de Expertos que
examinó las medidas adoptadas  por el Gobierno para  dar efecto a
las  recomendaciones  de la Comisión de Encuesta. En su observa-
ción, la  Comis ión de Expertos había  tomado nota de que aún no se
había dado cumplimiento a la s tres  recomendaciones principales
formuladas por la Comis ión de Encuesta. A pesar de la s segurida-
des del Gobierno acerca de sus  buenas intenciones, las medidas
adoptadas hasta la fecha  no aportaron progresos significa tivos en la
práctica real  y el trabajo forzoso sigue exig iéndose en numerosas
regiones del país. Ninguna persona responsable de imponer traba jo
forzoso  ha sido procesada  o condenada por sentencia judicia l en
virtud de las disposiciones pertinentes del  Código Penal . En vis ta
de la lentitud de los progresos, la Comisión de Expertos expresó la
esperanza  de que el proceso  de diálogo  y cooperación que se había
desa rrollado  entre la OIT y el Gobierno pudiera  ofrecer una opor-
tunidad real de aportar resultados más  rápidos y concretos, en par-
ticular mediante la aplicación del Plan de Acción.

A este respecto, la Comisión manifestó su grave preocupación
por el  hecho de que se hubiese condenado por alta traición a tres
personas, por motivos que incluyen los contactos con la OIT. Ade-
más , la Comisión expresó su pro funda preocupación porque, aun-
que en insta ncia de apelación el Tribunal Supremo había conmu-
tado las  penas de muerte, no aclara esta cuestión esencial, pese a las
seguridades anteriormente brindadas  por el Gobierno en el sentido
de que los  contactos  con la OIT no podían considerarse ilegítimos
en Myanmar.  La Comisión también expresó  su preocupación por
las cuestiones relativas a la libertad de asociación que planteaban
las conclusiones del Tribunal Supremo. Se unió al Consejo de
Administración suscribiendo las recomendaciones  formuladas por
el Facilitador informal con relación a lo s hechos por lo s cua les fue-
ron condenadas  las  tres personas mencionadas y la neces idad de
l iberarlas . Convino  en que sin duda , ésta no  era una situación en la
que el P lan de Acción pudiese implementarse de manera creíble. 

La Comisión también tomó nota de la info rmació n proporcio-
nada por el  Funcionario  de Enlace provis ional en relación con sus
actividades. Expresó su apreciación por la continua cooperación
extendida a l Funciona rio de Enlace por el Gobierno y  por la liber-
tad de movimiento de que había gozado. La Comisión cons ideró
que el hecho de que un número cada vez mayor de particulares pre-
sentaran denuncia s concernientes al  trabajo forzoso  ante el  Funcio-
nario de Enlace demostraba la uti lidad de la presencia de la OIT.
Sin embargo, la C omisión se veía  obligada a observar con preocu-
pación que la respuesta a las alegaciones planteadas  individual-
mente hasta el momento era  inadecuada y que hasta la fecha, las
autoridades no habían verificado  ninguna de esa s alegaciones  ni
procesado a  persona alguna por la impos ición ilegal  de trabajo for-
zoso . Estas  circunstancias  arrojan serias dudas  sobre la  voluntad
de las  autoridades de adoptar las  medidas  necesarias para ga ranti-
zar en la práctica la  el iminación del  trabajo forzoso.

En es te sentido,  se hizo referencia  a  que ciertas fo rmas  de tra-
bajo forzoso  a  las cua les hacía  mención la Comisión de Encuesta,
tales  como, la real ización de proyectos de infraestructura con tra-
bajo forzoso, el reclutamiento forzoso de menores, e inclusive el uso
de personas para detonar explosivos , aún se sigue utilizando. La
divulga ción de info rmació n en las lengua s pertinentes, aún dejaba
mucho que desear.

La Comisión tomó debida nota de las seguridades  expresadas
por el representante gubernamental  en el sentido de que el  Tribu-
nal Supremo examinaría nuevamente la cuestión, que entre otras,
aclararía la cuestión de la legalidad de los  contactos con la OIT. La
Comisión consideraba que el  Gobierno tenía ahora una última
oportunidad de dar efectos práctico s a estas seg uridades  y a las
recomendaciones del  Facilitador informal. La Comisión o bservó
que el Consejo  de Administración en su próxima reunión debería
estar preparado para extraer las conclusiones apropiadas, incluida
la reactivación y revisión de la s medidas  y acciones  emprendidas
incluyendo aquellas relativas a las invers iones extranjeras  directas,
previstas en la resolución de la Conferencia Internacional  del Tra-
bajo de 2000, salvo  que en el ínterin se modifica se claramente la
s ituación.

Por último , la Comisión recordó que el  Gobierno debería pre-
sentar una memoria detal lada para su examen por la Comisió n de
Expertos en su próxima reunión sobre todas la s medidas a doptadas
para garantizar la  observancia del Convenio en la legislación y la
práctica.
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Myanmar (ra tificación: 1955)

1. Desde 1999, la Comisión ha examinado las medidas adoptadas
por el Gobierno p ara dar efecto a las recomendaciones de la Comis ión
de Encuesta designada por el  Consejo de Admin istración para examinar
la observancia del  Convenio po r Myanmar.  En 1999 y 2000 se p romul-
garon  dos órdenes dest inadas a establecer que la exacción de t rabajo
fo rzoso  es ilegal y sujeta a sanciones penales. Desde entonces, la OIT
ha part icipado en numerosas actividades  en  seguimiento de las reco -
mendaciones de la Comis ión de Encues ta. Entre mayo de 2000 y
febrero  de 2002, u n representan te del Directo r General llevó a cabo en
Myanmar varias misiones de cooperación técnica. En  septiembre-octu -
bre de 2001 , un Equipo de Alto Nivel  visi tó Myanmar para efectuar una
evaluación de las medidas adop tadas  por el Gobierno en relación con la
apl icación del  Convenio. En marzo  de 2002, tal como  lo recomendara
el  Equipo de Alto Nivel, el Gobierno expresó su acuerdo en la designa-
ción de un Funcionario de Enlace de la OIT con objeto  de prestar asis -
tencia al Gobierno a fin de garan tizar la eliminación ráp ida y  efect iva
del  trabajo forzoso. En mayo  de 2002 fue des ignado un Funcionario d e
Enlace provision al . Desde octubre de 2002 desempeña funciones una
Funcionaria de Enlace permanente, y en cada reunión del Consejo  de
Administración se presentan in formes  de las activ idades de dicha fun -
cionaria,  con  inclus ión de su s viajes en el país  y sus  discusiones con las
autoridades. El  27 de mayo de 2003,  el Gob ierno  y la OIT  convinieron
en el establecimien to de un Plan de Acción Conjunto para la el imina-
ción de la práct ica del  trabajo forzoso en Myanmar.

2. En 2002,  en la conclu sión de su observación, la Comisión  había
tomado  nota de que el  Gob ierno había adoptado algunas medidas para
difundir la p rohibición del  trabajo fo rzoso  y de que se llevaban a cabo
discusiones entre la OIT  y el Gobierno sobre un plan de acción. La
Comisión observó no  obstante que pese a las ind icaciones  y retórica del
Gobierno, no se había cumplido ninguna de las tres  recomendaciones
de la Comis ión d e Encuesta — a saber, la enmienda de lo s texto s legis -
lativos pert inentes;  que en la práctica real  las autoridades, en particu lar
los mili tares, n o impusieran  trabajo fo rzoso  u  obligatorio; y q ue las  san -
ciones previstas  en el Código Penal  por la exigencia de trabajo forzoso
se apl icaran estrictamen te — hasta la fecha no se han cumplido .

3. La Comisión toma nota de las discus iones llevadas a cabo en  la
Comisión de Aplicación  de N ormas de la Conferencia en  junio de 2003
(Actas Provisionales núm. 24, tercera parte). También toma nota de las
declaraciones formu ladas  por el representante gubernamen tal en el
Consejo de Administración y en la Comisión  de la Conferencia, así
como de los siguientes informes y de la información proporcionados
por el  Gobierno:
— informe suplementario relat ivo a la apl icación  del Convenio núm.

29, de fecha 4 de febrero de 2003;
— nuevos acontecimiento s relativos  al Convenio núm. 29 , de fecha 24

de marzo de 2003;
— respuestas a los comentarios fo rmulados  por la Comisión de Exper-

tos , de fecha 30 de mayo de 2003 (recibidas el 6 de junio de 2003 );
— informe sobre la aplicación del Convenio núm. 29, recibido  el 2 de

octubre de 2003 ;
— cinco comunicaciones dirigidas  a la Funcionaria de Enlace po r

rep resentantes  gubernamentales en  el Comité de Aplicación del
Convenio núm. 29 , incluido  el representante del Ministerio de
Defensa, en octubre y noviembre de 2003, en respues ta a cuest iones
planteadas en el Comité de Aplicación.
4. La Comis ión también ha tomado  nota de la s iguiente información:

— los  informes sob re los  “Acon tecimientos relacionados con la cu es-
tión de la observancia por el G obierno de Myanmar del Convenio
sob re el trabajo forzoso, 1930 (núm. 29)”, presentado al  Consejo de
Adminis tració n en su 285.ª (noviembre de 2002), 286.ª  (marzo de
2003 ) y  287.ª  (noviembre de 2003) reuniones , que incluyen  los
informes  de la Funcionaria de E nlace;

— las d iscusiones y conclus iones del  Consejo de Administración sobre
los  mencionados  informes (documento GB.288/PV);

— una comunicación de fecha 20 de noviembre de 2003,  en la que la
Confederación Internacional  de Organizaciones Sindicales Lib res
(CIOSL) p resentó nueva documen tación que se refiere al continuo
recurso masivo  al t rabajo  forzoso en Myanmar. El 30 de noviembre
de 2003 se envió al  Gobierno una cop ia de esa comunicación para
que formulase los comentarios que estimara convenientes.
5. Al igual que en  años an teriores,  la Comisión examinará la obser-

vancia del  Convenio por el Gobierno en relación con tres partes princi-
pales : i ) la enmien da de la legislación;  ii ) las med idas adoptadas  por el
Gobierno para d etener la imposición en la práctica del trabajo forzoso u
obligatorio, y la información disponible sobre la práctica exis tente; iii )
la ap licación de sanciones que puedan ser impuestas en virtud del
Cód igo Penal para la imposición  de t rabajo forzoso u obligatorio. Tras
el  examen de esos puntos , la Comisión revisará: iv) las  medidas adop ta-
das  en  relación  co n el  Plan de Acción Conjunto.

I. Enmienda  de la legislación
6. En  su informe, la Comisión de Encues ta había in stado al

Gobierno a adoptar las med idas necesarias para garant izar que la ley d e
aldeas de 1907, y la ley de ciudades de 1907, que confieren a las autori-
dad es  locales amplias facultades  para exigir trabajo s y servicio s en vio -

lación del  Convenio,  fueran puestas en conformidad con el  Convenio
sin más d ilaciones. En  su observación de 2001 la Comisión  había
tomado nota de que, si  bien aún no se habían  enmendado  las  leyes de
aldeas y de ciudades, la “orden por la que se exige que no se haga uso
de las  facultades  conferidas  en virtud de ciertas disposiciones  de la ley
de ciudades  de 1907, y la ley de aldeas de 1907” (núm. 1/99 ), modifi-
cada por la “orden complementaria de la orden núm. 1/99” de 27 de
octub re de 2000, podría cons tituir una base jurídica suficiente para ase-
gurar el cump limiento del Convenio en la práct ica, si , d e buena fe, es
aplicada no sólo por las autoridades locales facultadas para exigir tra-
bajo con arreglo a las  leyes  de aldeas y ciudades, s ino también por parte
de los funcionarios civi les y militares autorizados para pedir asistencia
de las auto ridades  locales, en virtud de las mismas leyes.

7 . La Comis ión toma nota de que a finales  de noviembre de 2003 ,
todavía no se había enmendado n i la ley de aldeas ni la ley  de ciudades .
Al tomar nota de la declaración del  Gobierno  en su respuesta a los
comentario s formulados po r la Comisión,  de fecha 30 mayo  de 2003 ,
en el sentido de que la orden  núm.  1 /99 y su orden suplemen taria t ienen
fuerza de ley y  que ya no se hace referencia a las leyes de aldeas  y de
ciudades, la Comis ión confía en  que el Gobierno  no tendrá en conse-
cuencia dificultad  alguna en derogar las  disposiciones  pertinentes  de
esas leyes, para poner la legislación en plena conformidad con el  Con-
venio. Mientras tanto, la Comisión confía en que el Gobierno  no escat i-
mará esfuerzos para garantizar que la p rohibición de t rabajo forzoso
contenida en  la o rden núm. 1/99 y su o rden suplementaria sea estricta-
mente apl icada y observada.

II . Medidas para  poner fin a la exigencia en la práctica 
del traba jo forzoso e informa ción disponible 
sobre la práctica existente

A. Med idas para poner  fin a  la exigencia en la p ráctica 
de traba jo fo rzoso  u obligatorio

8 . En sus recomendaciones, la Comis ión de Encuesta había subra-
yado que, además  de mod ificar la legislación, era necesario tomar
inmediatamente med idas concretas  para poner término al trabajo for-
zoso en la práctica, en particular p or los mil itares . A ju icio de la Comi-
sión, esto  es  tanto más importante ya que parecieran darse po r sen tadas
las facul tades de imposición  de t rabajo ob ligato rio sin referencia alguna
a la ley  de aldeas o  a la ley  de ciudades. En sus observaciones anterio-
res, la Comisión había identificado cuatro sectores en lo s que era nece-
sario que el Gobierno adoptara med idas para lograr este o bjetivo, a
saber: dictar instrucciones  específicas y concretas  a las autoridades
civiles  y militares; dar amplia publicidad a la prohib ición d el  trabajo
forzoso; presupuestar los  medio s apropiados  para la susti tución  del tra-
bajo forzoso o no  remunerado;  y es tablecer un mecanismo de vig ilancia
de la prohibición del  trabajo forzoso.

9 . Ins trucciones específicas  y concretas. En sus  observaciones for-
muladas en 2001 y 2002,  la Comisión había tomado no ta de que an te la
ausencia de instrucciones específicas  y concretas para las autoridades
civiles  y  mil itares  que con tengan una descripción de las diversas  fo rmas
y modalidades de imposición  de trabajo forzoso, la aplicación de las
disposiciones adoptadas  hasta ahora pone en juego la interpretación en
la práct ica de la noción  de “trabajo forzoso”. Esa noción no p uede darse
por supuesta, como  se demuestra por lo s diversos términos  birmanos
utilizados para designar el t rabajo exigido a la población, incluido  el
trabajo “loh -ah-pay”, “voluntario” o  “donado”.

10. En su observación de 2002, la Comisión hab ía tomado  nota de la
directiva promulgada el 1.º de noviembre de 2000 por el Secretario 1
del Consejo de Paz y Desarrollo  del E stado (State Peace a nd Develop-
ment Council  (CPDC)) (comunicación núm. 4/Na ya ka U/Ma Nya) por
la que se ordenaba a los  “Consejos de Paz y Desarrollo del Estado que
promulgaran  las in strucciones necesarias des tinadas a los Consejos de
Paz y Desarrollo de Dis trito  y  de Ciudades para que éstos observasen
estrictamente las prohibiciones  conten idas en  la orden núm. 1/99  y  su
orden complementaria”.  La Comisión toma nota de que los in fo rmes
del Gob ierno  y las declaraciones de los  representantes gubernamentales
contienen numerosas referencias a las “explicaciones”, “in strucciones”
y “direct ivas” proporcionadas  a las oficinas de lo s Consejos de Paz y
Desarrol lo en diversos niveles y oficinas del Departamento  General de
Adminis tración, el  Departamento  de Just icia y  las  fuerzas pol iciales y
tribunales  de aldeas, y  de la orientación suminis trada po r los equipos de
observación en el terreno durante sus visi tas al país. No obstante, el
Gobierno no ha p roporcionado detal les sob re el contenido de las expli-
caciones , instrucciones, directivas u o rientaciones, que contengan por-
menores sobre las  tareas para las cuales se prohíbe la imp osición  del
trabajo forzoso o  la manera en que deben realizarse las  mismas  tareas
sin recurrir al trabajo forzoso.

11. En su respues ta a la observación  de la Comisión de fecha 30 de
mayo  de 2003, el Gobierno indica que la Fuerza Policial de Myanmar
ha pub licado nuevas  direct ivas y explicaciones en relación con  la orden
núm. 1/99 y su orden complementaria dest inada al personal policial ,
con ob jeto de que es tén más conscientes de las  obl igaciones que les
incumbe en  relación con la población en lo  concerniente al “sig nificado
pleno  de la ut ilización del t rabajo forzoso”, y facil ita una copia de la
comunicación núm. 1002 3 )/202/G4  “para prevenir la ex igencia i legal
de imponer trabajo forzoso”, de 27 de octubre de 2000, firmada por el

B. Observación de la comisión de expertos en aplicación de convenios y  recomendaciones
relativa a la observancia por Myanmar del Convenio sobre el trabajo  forzoso, 1930 (Núm. 29)
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Director Gen eral de la Fuerza de Policía. La Comisión toma no ta de
que esta comunicació n señala nuevamen te a la atención  el  contenido de
la orden núm. 1/99  y su orden complementaria, e indica el proced i-
mien to que deben  seguir los funcionarios policiales al  tratar las denun-
cias de trabajo forzoso, s in explicar el tipo de labores que const ituyen
trabajo forzoso o de q ué modo deben desempeñarse.

12 . En relación  con las  fuerzas armadas, la Comisión toma nota, de
la respuesta proporcionada por escrito a la Funcionaria de Enlace por el
rep resentante del  Ministerio de Defensa en el Comité de Aplicación del
Convenio núm.  29, de la referencia hecha a la comunicación de 2001
procedente de la oficin a del Ministro de Defensa por la que se “instruye
que las órdenes  se hagan extensivas al personal  de niveles inferiores  de
las oficinas y directorio s principales”, y de dos comunicaciones de
1999  y  2000, así como de un telegrama de 2001 de la o ficina del  Jefe de
Estado  Mayor (Ejérci to) “para asegurar que el personal de rango infe-
rior cumplirá expresamente las órdenes”. La Comisión solici ta al
Gobierno qu e facil ite copias de esas  comunicaciones y telegrama con
su p róx ima memoria.

13 . Basándose en la información  de que dispone la Comisión, al
parecer todav ía es necesario  promulgar instrucciones  claras para ind i-
car a todos los funcion arios  concernidos, incluidos lo s miembros de las
fuerzas armadas, los  tip os de práct ica que consti tuyen trabajo forzoso y
respecto  de las cuales su imposición está prohibida, y la manera en que
las mismas labores tendrán que real izarse de ahora en  adelante. La
Comis ión toma no ta de que en la reunión  del Comité de Aplicación del
Convenio núm. 29, celebrada en  septiembre de 2003, se señaló a la
Funcionaria de Enlace, que podrían existir diferencias  de opinión res-
pecto de si  ciertas  práct icas  consti tuyen trabajo fo rzoso  y que era
importante tener en cuen ta las co stumbres  t radicionales del país. La
Funcionaria de Enlace ofreció reunirse con un pequeño grupo del
Comité de Aplicación  para elaborar concep tos comunes relat ivos a la
aplicación del  Convenio núm. 29 en el  contexto de Myanmar, cuyos
resultados  podrían reflejarse en un documen to para dis tribución
pública.  La Comis ión espera que con la as istencia de la Funcionaria de
Enlace, se p ublicarán  sin demora las instrucciones detalladas n ecesarias
que, entre otras cues tiones,  comprenderán cada una de las labores en u-
meradas  en  el  párrafo 13 de su  observación de 2002.

14 . Publicidad dada a las  órdenes. La Comisión toma nota de la
información  proporcionada por el Gobierno de que siguen adoptándose
medidas  para que la proh ibición  contenida en la orden núm.  1/99 y  su
orden complementaria sean objeto de d ifusión pública generalizada por
parte de las autoridades concernidas. Esas  medidas incluyen:
— distribución y co locación de copias  de las órdenes en diferentes

niveles administrativos  en  todo el país;
— inclusión de in formación relat iva al  Convenio núm. 29  en  el Boletín

Mensual del Minis terio de Trabajo , que tiene amplia dis tribución ;
— preparación  de un documento sob re el trabajo forzoso y  el  Convenio

núm. 29 ;
— envío de equipos  d e observación en el  terreno dirigidos por miem-

bros  del  Comité de Aplicación  del  Convenio  núm.  29 a d istintas par-
tes del país , para q ue las auto ridades  locales y la población tengan
conocimiento  de las órdenes;  y que éstas se traduzcan a los idiomas
étnico s.
15 . La Comisión recuerda que en su observación de 2001, se hab ía

referido a una acusación formulada por la CIOSL, según la cual  los
habitantes  de las aldeas estaban ob ligados  a adquirir el “Libro Verde”
que contiene el tex to de las órdenes,  o se los  obligaba a adqu irir los
tableros en los que se colocaban las órdenes . De la respuesta d el
Gobierno, la Comisió n toma no ta de que según el  Departamento de
Adminis tración General, el “Libro  Verde” se dis tribuía gratui tamente.

16 . En  su  comunicación recibida en noviembre de 2002, la CIOSL
afirma tamb ién que “en ciertas áreas , lo s aldeanos indican que la p rác-
tica de trabajo forzoso nunca se ha detenido  y que nunca han oído
hablar de órdenes  de Rangún respecto a que ahora es tá prohibido el tra-
bajo forzoso, y que nu merosos aldeanos en trevistados  en el  Es tado de
Shan , el Estado de Karenn i, el  Es tado de Karen , la div isión Pegu y la
división  Mandalay, aún  no han oído nunca hablar de anuncios  o procla-
mas de que debía ponerse término  a las prácticas de trabajo  forzoso”. El
Gobierno no ha proporcionado respuesta a esta alegación.

17 . En relación  con la traducción de las órdenes  a los idiomas étn i-
cos, la Comisión  toma no ta de que a finales de noviembre de 2003, se
habían traducido y publicado órdenes  en dos dialectos  del idioma
kayin, kayah, mon, shan y kachin y copias de esas traducciones se han
comun icado  a la OIT. Espera que la próxima memoria del Gobierno
contendrá copia de las t raducciones en los cuatro dialectos  ch in.

18 . La Comis ión toma no ta de la declaración con tenida en el p rimer
informe de la Funcionaria de Enlace presentado en la reun ión del  Con-
sejo de Adminis tració n de nov iembre de 2003, en el  sentido de que
“has ta la fecha no hay ind icaciones  de que esas traducciones  se hayan
dis tribuido y difundido  en las áreas étnicas”.

19 . La Comisión  expresa la esperanza de que el Gobierno  continuará
sus  esfuerzos para dar la más amplia publicidad a la prohibición del tra-
bajo forzoso  en todo el país, con inclusión de las zonas remo tas, en las
que continúa el  trabajo forzoso, según lo indicado por la mayo ría de las
alegaciones . En particular:
a) como las medidas  adoptadas has ta la fecha parecen dirigirse p rinci-

palmente o exclusivamente a las au toridades civ iles, la Comisión
so licita al Gob ierno  que en su próxima memoria facil ite información
sobre las medidas adoptadas o  previs tas para asegurar que lo s miem-
bros  de las fuerzas  armadas en todos los niveles tengan pleno cono-
cimiento de las ó rd enes v igentes y de las sanciones  en  caso de viola-

ción. Se sol icita al Gobierno que facil ite copia de la información
suminis trad a a las fuerzas armadas, así como información relativa a
las reuniones, los talleres y  seminarios organizados para difu ndir
dicha información a las  fuerzas  armadas ;

b) como los equipos de observación en el  terreno del Comité de Ap li-
cación del  Convenio  núm. 29 no abarcan lo s 16 Es tados y d ivisiones
del país , la Comisión espera que se extenderán  las labores  del
Comité de Aplicación  para abarcar la totalidad  del país y que la
próxima memoria contenga información sobre los progresos regis-
trad os a este respecto ;

c) la Comis ión espera que pronto se terminará el fo lleto que se está
preparando desde hace un  año , con el  asesoramiento de la Funciona-
ria de Enlace, y que se sumin istrará una copia con la próx ima
memoria;

d) la Comis ión confía en que se adoptarán med idas para garantizar que
las traducciones  sean dis tribuidas y colocadas en si tios  públicos en
las regiones  étnicas, en las  que parece más  elevada la exis tencia de
prácticas de t rabajo forzoso.
20. Presupuestar los  m edios apropiados . E n sus recomendaciones,

la Comisión de Encues ta había señalado a la atención la necesid ad de
asignar los  recursos  presupuestarios adecuados para contratar man o de
ob ra voluntaria para las actividades públicas  que se habían basado en el
t rabajo fo rzoso  y no  remunerado . El Equipo de Alto Nivel señala en su
informe que no había recibido ninguna información que le permit iera
conclu ir que las  autoridades hubieran previsto un su stituto real  al  t ra-
bajo  forzoso gratuito impuesto para ayudar a los mili tares o para los
proyectos  de ob ras públicas. En sus dos observaciones an teriores , la
Comisión se había ocupado  de la cuestión y t ratado  de obtener pruebas
concretas de que se ha previsto un presupuesto  apropiado a fin de con-
tratar mano de obra vo luntaria y remunerada.

21. E n su respuesta de 30 de mayo de 2003, el  Gobierno rei tera sus
declaraciones  anteriores, a tenor de las cuales siempre existe un a asig-
nación  presupuestaria para todos lo s proyectos, con asignaciones que
incluyen el costo  del  material y de la mano de ob ra. Es te ha s ido el caso
para cada proyecto ejecutado por el  Departamento para el  desarrol lo de
las  zonas fronterizas. Además, el  Departamento  dependiente del
Comité de Desarrollo de la ciudad de Yangon, el  Ministerio de la Cons-
trucción  y el Min isterio del Interior han expedido instrucciones para
“cump lir es trictamente las normas relativas a la contratación de mano
de obra y prohib ir toda forma de t rabajo forzoso respecto de las disposi-
ciones  relativas al  co sto de la mano de obra”.

22. La Comisión toma nota de esta declaración . No  obstante, dado
que la información de que se d ispone sobre la práctica real muestra que
s igue impon iéndose el  trabajo forzoso  en numerosas regiones del país,
en particular, en las zonas en las que se aprecia una fuerte presencia del
ejérci to. La Comisión sólo puede concluir que las asignaciones  presu-
pues tarias  no son  suficientes  para ev itar el recurso al  t rabajo forzoso a
menos que la uti lización de esas asignaciones no se controle adecuada-
men te. A este respecto, la Comisión señala a la atención los comenta-
rio s formulados por la Funcionaria de Enlace en su primer in fo rme pre-
sentado al Consejo de Admin istración en su reun ión de marzo de 2003,
según  los  cuales, la difusión de la orden  núm. 1/99 y su o rden comple-
men taria no ha sido suficien te para arrojar resul tados prácticos  signifi-
cativos , deb ido a que no se han tomado otras medidas  s imultáneamente,
como el suministro de med ios al ternat ivos a quienes suelen  imponer el
t rabajo fo rzoso  para l levar a cabo  las tareas bajo su  responsabil idad. La
Comisión reitera la esperanza de que se asignarán lo s recursos presu-
pues tarios adecuados  para que las autoridades civiles y mili tares pue-
dan llevar a cabo sus  act ividades s in ut ilizar trabajo forzoso y  que en la
próx ima memoria indicará las medidas adoptadas a este respecto.

23. Mecanismo de vig ilancia . La Comisión toma nota de la informa-
ción  proporcionada por el  Gobierno y de lo s informes de la Funcionaria
de Enlace sobre las act ividades llevadas a cabo po r el  Comité de Ap li-
cación del  Convenio núm. 29 en materia de supervisión de la situación
relativa al  t rabajo forzoso y para que la opinión púb lica tenga conoci-
miento de las órdenes que prohíben el  trabajo forzoso. E ntre diciembre
de 2002 y noviembre de 2003, el Comité de A plicación celebró tres
reuniones  con la Funcionaria de Enlace, en las que se examinaron
varias alegaciones de trabajo  forzoso transmit idas po r es ta funcionaria.
En  esas reuniones, participó  el  representante del Minis terio de Defensa,
recien temente designado,  circunstancia que permitió la discusión de
ciertas cuestiones relativas a la uti lización d el  trabajo forzoso por el
ejérci to. Los equipos  de observación sobre el terreno del  Comité de
Aplicación v iajaron frecuentemen te al país para inves tigar alegaciones
de trabajo forzoso y difundir informaciones sobre las ó rdenes;  p resenta-
ron al  Comité de Aplicación informes sobre sus conclu siones.  Además,
la Funcionaria de Enlace recib ió varias comunicaciones efectuad as  por
escrito  por el  Comité de Aplicación, informando  sobre las conclusiones
de lo s equipos  de observación sob re el terreno en relación con las alega-
ciones  tran smitidas por la Funcionaria de Enlace.

24. L a Comisión valora posit ivamente el diálogo que se ha enta-
blado entre el Comité de Aplicación y  la Funcionaria de Enlace. No
obstante, toma nota de que todas las observaciones llevadas a cabo  por
las  autoridades, con inclusión  de los equipos de observación sob re el
terreno, en relación  con  las  alegaciones de trabajo forzoso han llegado a
la conclusión  de que esas  alegaciones  eran in fundadas . A este respecto,
toma nota de que como parte de sus  propuestas  al Gob ierno relativas a
un  Plan  de Acción  Conjunto , la Funcionaria de Enlace había formulado
sugerencias específicas respecto de un s istema reformado de inspec-
ción , no acep tadas  por el Gobierno.  La Comisión también toma nota de
que tras un pedido  de la Funcionaria de Enlace, el  Gobierno aceptó que
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acompañara a un equipo de observación sob re el terreno  en una visita al
Estado de Kachin, para observar sus  métodos de trabajo. La Funciona-
ria de Enlace señ ala, según se indica en  su segundo informe al Consejo
de Administración  en  su reunión de nov iembre de 2003, que este
equ ipo “desarrol laba su labo r de una manera que, aunque apropiada a
efectos de la difusión de información , no  era adecuada para la investi -
gación de las alegaciones, y que resu ltaría difíci l, por no decir imposi-
ble, que pudiera l legarse a determinar de esta manera la veracidad  de
las alegaciones”. La Comisión  confía en que el Gobierno adoptará las
medidas necesarias  para elaborar un procedimiento justo y  más efectivo
para invest igar las alegaciones de trabajo fo rzoso , en particular las que
afectan  al  ejército, y que proseguirá su diálogo con la Funcionaria de
Enlace a este respecto.

B. Información disponible sobre la práct ica exis tente
25. Durante su v isita a Myanmar en octubre de 2001,  el Equipo d e

Alto Nivel pudo  establecer que aun cuando las  ó rdenes por las que se
prohíbe el trabajo forzoso habían ten ido una amp lia difus ión, aunque
irregular, su impacto en la práct ica del trabajo forzoso era limitado, y
que el progreso de la situación había s ido muy escaso desde la Comi-
sión  de Encuesta. Se señaló entonces que la situación  seguía siendo
especialmente grave en lugares donde existía una presencia mili tar
importante, sobre todo en las zonas fronterizas.

26. En  sus observaciones de 2001 y 2002, la Comisión había tomado
nota de dos comunicaciones de la CIOSL que incluyen  numerosas ale-
gaciones , muchas de las cuales indican  que las autoridades mili tares d e
Birman ia han continuado recurriendo al trabajo  forzoso a g ran escala.
En apoyo de su denuncia, la CIOSL adjun ta numerosos informes  y
otros documento s que totalizan un centenar de páginas , y a menudo
incluye entrevistas  e indicaciones precisas sobre el momen to y el lugar,
los batal lones mili tares o compañías involucradas, y los nombres de sus
jefes. La Comisió n había expresado  la esperanza de que el  Gobierno
examinara las  ind icaciones  dadas por la CIOSL y que proporcionara
información detal lada sobre cualquier medida tomada a este respecto
para p rocesar a to das  las personas responsab les de o rdenar t rabajo for-
zoso. La Comis ión toma nota de que con excepción de dos  alegaciones,
planteadas por la Funcionaria de Enlace en el Comité de Aplicación del
Convenio  núm.  29, el Gobierno  no ha suministrado in fo rmación en res -
puesta a las  comunicaciones de la CIOSL. Sob re las dos  alegaciones,
que se refieren a la muerte del  sind ical ista U Saw Mya Than, a quien se
le obligaba a trabajar en labo res de acarreo para el  ejército, y la uti liza-
ción de trabajo forzoso por TotalfinaElf para construir una autopista
entre Kanbauk y Hamhung Ma Gan, el Gobierno responde que no se
hab ía recurrido al trabajo fo rzoso en ninguno  de esos casos y que las
alegaciones ten ían la finalidad de empañar la imagen del Gobierno .

27. En su primer informe presentado al  Consejo  de A dmin istración
en marzo de 20 03, la Funcionaria de Enlace indicó que “aun cuando
tiene la impresión de que, con toda probabilidad, el  uso de t rabajo for-
zoso ha disminuido en las  comarcas centrales de Myanmar, la si tuación
es  en cambio p articu larmente grave y al  parecer no  ha cambiado la
fo rma sustancial en las zonas aledañas  a la frontera con  Tailandia,
donde persisten  la inseguridad y una fuerte presencia del ejérci to, así
como en el  Estado septentrional de Rakhine (desde la misión del
Equipo de Alto Nivel)”. Esta impresión se reitera en  su primer informe
al  Consejo de Adminis tración en su sesión de noviembre de 2003, en el
que señala que:

“La Funcionaria de Enlace  si gue recibiendo, de varias fuentes interna s y
exte rnas al pa ís, informes convincentes sobre  e l trabajo forzoso, y con ocasión de
unos via jes que en fe cha  re ciente e fectuó a varias regiones del país salie ron a la
luz  nuevas ale gac iones. La Funcionaria de  Enlac e sigue preocupa da  por el reclu-
tamiento forz oso, incluso de niños, por las fuerza s armada s, sobre el cual no se  ha
rec ibido respuesta detalla da  de las autoridades. O tra cuestión que llamó la aten-
ción de la Funcionaria de Enlace fue  el programa  de  formación militar  pa ra civi-
les, de aplica ción generalizada y apare ntemente siste má tica que a fect a a una
amplia franja de la poblac ión del pa ís desde  el me s de  mayo. Entre los rec lutas
hay emple ados de l Estado (por ejemplo profe sore s), así c omo habitantes loc ales y
de ciudades a quiene s se  obliga a partic ipa r en esta forma ción e  incluso, e n a lgu-
nos casos, a sufragar l os ga stos de  a dquisic ión de  mate rial (c omo por ejemplo
pal os de  bambú)”.

28. En relación con el  reclu tamiento forzoso de n iños  en  el ejérci to,
la Comis ión ha tomado  nota de la respuesta del representante del
Min isterio de Defensa en el  Comité de Aplicación y reiterada en  su
carta a la Funcionaria de En lace, en el sen tido  de que las fuerzas  arma-
das  sólo proceden  al reclutamiento de conformidad con  las  leyes y
reglamentos en vigo r y que, dado que la ley de servicios de defensa de
1959, es tablece que sólo puede reclutarse a los voluntarios  comprendi-
dos entre los 18 y 25  años de edad, no  existe reclutamiento  forzo so en
las fuerzas armadas, y no se ha encontrado ningún joven que haya s ido
reclutado  en las  fuerzas armadas en estas cond iciones. La Comis ión
solici ta al  Gobierno que faci lite información sob re toda inves tigación
que pueda haberse emprendido para determinar que en  la práct ica, las
fuerzas  armadas no han reclutado  ninguna persona menor de 18 años.
Habida cuenta de la gravedad de esta cuest ión, la Comisión espera que
el  Gob ierno, con la as istencia de la OIT, no escatimará esfuerzos para
realizar una evaluación completa del  alcance de esta práctica y adoptará
las medidas  necesarias para ponerle término.

29. En relación con  lo s programas de formación mil itar ob ligatoria,
la Comisión toma nota de que según la carta enviada por el  represen -
tante del Minis terio de Defensa a la Funcionaria de Enlace “se efectúan
como se ha mencionado en las anterio res Const ituciones  que es tablecen
que... en una determinada región del país  o en  todo el país  el  Estado
puede impart ir formación militar”; “todo ciudadano deberá, de confor-

midad con la ley a) cump lir una formación mili tar y b) realizar el  serv i-
cio militar p ara la defensa del E stado”; y “se imparten formaciones
básicas para proteger al Es tado de toda forma de elementos destruct i-
vos”. La Comisión observa que las Consti tuciones anteriores ya no
están en vigo r;  en todo caso, la ob ligación que imponen a los  ciudada-
nos  de recibir fo rmación militar o cumplir un servicio  es  “d e conformi-
dad con la ley”; y la ley de servicio s de defensa de 1959, só lo establece
el reclutamiento volun tario y no obligatorio. Por consiguien te, al pare-
cer, los p rog ramas  de formación mil itar ob ligatoria no t ienen  funda-
mento legal y const ituyen una forma de trabajo forzoso u obligato rio en
virtud del  Convenio.  La Comisión espera que el Gob ierno  p ondrá tér-
mino a esos programas y que en su próxima memoria indicará las med i-
das adoptadas  a este respecto.

Informaciones recientes

30. En una carta de fecha 19 de noviembre de 2003, la CIOSL
comunica información sobre la práctica actual  procedente de diversas
fuentes y que abarcan numerosas  regiones  del  país (Estados  de Chin ,
Kayah, Kayin , Mon , Rakh ine y divis iones de Ayeyarwady, Magway,
Sagaing y Taninthayi) durante el período que se extiende de sept iembre
de 2002 a octub re de 2003. La CIOSL señala que esta información se
refiere “desde la ex torsión de dinero y bienes a cambio  de la exención
del trabajo forzoso has ta la muerte vio lenta durante las labo res de aca-
rreo forzoso y cuando se uti liza a las  personas  como “barreminas  huma-
nos” para las fuerzas armadas”. Los documentos  anexos  a la comunica-
ción de la CIOSL  incluyen:
— un informe de agos to de 2003 elaborado por Karen Human Rights

Group , que incluye traducciones  de unas 200 órdenes del  ejército de
Myanmar des tinadas a aldeas,  por las  que se exige trabajo forzoso
para diversas labores, así  como materiales. También se incluyen tra-
ducciones  de más  de 100 órdenes  por las que se disponía la compa-
recencia obl igatoria de los jefes de aldea en reuniones con el  ejér-
cito, en las que,  según se alega,  se efectuaron exigencias verbales de
trabajo fo rzoso ;

— documentos  de la Federación de Sindicatos  de Birmania (FTUB)
q ue co ntienen 1 7 órdenes s imilares del ejérci to des tinadas a la
población de las aldeas y  po r las que se ex ige t rabajo forzoso o
materiales ;

— tres informes de Forum As ia, de fecha 2 de diciembre de 2002 , 29 de
mayo de 2003  y 31 de agosto de 2003 , que incluyen  varias alegacio-
nes de trabajo forzoso en el  estado  septentrional de Rahine, que
afecta en particular a la pob lación de origen musulmán;

— d ocu mentos  de la FTUB que inclu yen  detalles d e entrevis tas con 73
aldeanos  que alegan haber sido retenidos para efectuar t rabajo s for-
zosos. Además, lo s documentos incluyen po rmenores  d e las entre-
v istas con  varios pris ioneros que escaparon tras haber s ido enviados
a trabajar como cargadores para el  ejército, y

— un documento de febrero de 2003  del Sindicato de Trab ajado res de
la Agricultura Pa’A n en el que, según se alega, se reclutaron p obla-
dores de 12  aldeas para un proyecto de carreteras en el Es tado de
Kayin.
La Comisión sol icita al Gobierno que examine las alegaciones de la

CIOSL y lo s documentos que se adjuntan  a la misma y  que p roporcione
in formación detallada sobre sus invest igaciones y toda medida adop-
tada al respecto  para procesar a las personas responsables  d e ordenar
trabajos forzosos .

31. La Comisión  basándose en la información  de que d ispone sobre
la práctica real, d ebe concluir que si b ien puede exist ir alguna disminu-
ción del trabajo forzoso desde el informe de la Comisión de Encues ta
de 1998, en particular para las obras de infraes tructura civil , el trabajo
forzoso continúa exigiéndose en numerosas  regiones del país. La si tua-
ción es particularmente g rave en las  regiones  fronterizas habitadas  prin-
cipalmen te po r grupos étn icos au tóctonos y en las que se ob serva una
fuerte presencia del  ejército . Esto mues tra claramente que a pesar del
compromiso de el iminar el t rabajo forzoso,  expresado reiteradamente
por el Gobierno, las medidas adoptadas hasta la fecha no han sido sufi-
cientes para aportar prog resos  ráp idos  y s ignificativos, en part icular en
relación con el ejérci to.

III. Aplicación
32. En su informe, la Comisión  de E ncuesta ins tó al  Gobierno  a

adoptar las medidas necesarias  para garantizar que las sanciones  que
puedan imponerse en  virtud del  artícu lo 374  del  Cód igo Penal  por el
hecho de exigir trabajo forzoso u obligatorio sean estrictamente aplica-
das, de conformidad  con el  ar tículo  25 del Convenio. Esto , a juicio de
la Comisión de Encuesta, requiere la cabal inves tigación  y el procesa-
miento, así  como el castigo adecuado de los culpab les.

33. La Comisión  toma nota, de la información  suministrada por el
Gobierno de que, si bien la orden complementaria de la o rd en núm. 1/
99 y la directiva de fecha 1.º de noviembre de 2000 de la secretaría
núm. 1, del Consejo de Paz y Desarrol lo del Es tado establecen  el  p roce-
samien to en virtud del art ículo 374  del  Cód igo Penal  de las  personas
responsables  de violación de la p roh ibición relativa al trabajo forzoso
contenida en la orden núm. 1/99, hasta noviembre de 2003, no se había
impuesto  sanción alguna en  v irtud del artículo  374 del Có digo Penal .
Análogamen te, tampoco se ha recibido  hasta la fecha denuncia alguna
sob re imposición de trabajo forzoso, aunque exis ten p rocedimientos
para que esas denuncias puedan presentarse, entre otros , en  u na comisa-
ría, un t ribunal o en la oficina del  Procurador General.
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34 . A ju icio de la Comisión, la ausencia de denuncias y p rocesa-
mien tos en virtud del artícu lo 374 del Cód igo Penal no puede cons ide-
rarse como  indicación de que no exis te trabajo forzoso. Más bien ,
arroja dudas sobre la credib ilidad  del mecanismo de p resentación  de
denuncias e investig ación  exis tente y sobre el  compromiso real  del
Gobierno para eliminar completamen te el  trabajo forzoso.

35 . La Comisión  recuerda que para superar el sentimiento de temor
y la falta de confianza en el sis tema de reparación que, a su juicio
explica la ausencia de denuncias  y procesamientos, el  E quipo  de Alto
Nivel hab ía sugerido el nombramiento de un ombudsman, con  el man-
dato y los medios necesarios para recibir las denuncias de t rabajo  for-
zoso que se presenten y real izar invest igaciones directas sin  estar some-
tido a temores o pedid os de favores y con la con fianza requerida de
tod as las partes interesadas.

36 . La Comisión toma nota con interés de que en  el Plan de Acción
Conjunto acordado el 27 de mayo de 2003  entre el Gobierno y la OIT,
el Gobierno aceptó el  nombramiento de un Facili tador independien te,
que recibirá las quejas de t rabajo  forzoso y prestará ayuda a las víct i-
mas para tratar de obtener reparaciones en virtud de la legislación
nacional. En  virtud  de lo estipulado en el Acuerdo oficial sobre el  Faci-
li tador, és te desempeñará sus funciones de manera estrictamen te confi-
dencial y tend rá l ibre acceso a los denunciantes y tes tigos; las autorida-
des no adoptarán ning una medida de represalia contra estas  personas .
Cu and o se presente ante el Faci litador una queja que cons tituya un caso
prima facie de trabajo forzoso, és te pod rá buscar una solución práctica
informal  junto con la autoridad competente o transmitir la queja a las
autoridades competentes para iniciar un  procedimiento judicial y adop-
tar las medidas necesarias;  además , deberá ser informado  sobre las
decisiones  que se adopten al  respecto. E l Facil itador y su asis tente, así
como el personal  de apoyo , con tarán con las faci lidades, la protección y
la condición jurídica necesarias para llevar a cabo sus funciones de
manera eficaz y  plenamente independ iente e imparcial. Los servicios
del Facili tador estarán d ispon ibles en todo el  país y se evaluarán  en la
región pi loto  es tablecida en  el  plan de acción.

37 . La Comis ión cons idera que, si se aplica de buena fe, el  Acuerdo
oficial sob re el Facil itador pod ría ser un instrumento importante para
ayudar a las víctimas del trabajo forzoso a presentar quejas y obtener
reparación, as í como a lograr el  procesamiento y sanción de las perso-
nas responsab les de imponer t rabajo fo rzoso. Como se ind ica más ade-
lante, la Comisión  esp era que el  Gobierno adoptará las medidas  necesa-
rias para hacer posible que el acuerdo se aplique tan  pron to co mo sea
posible.

IV. Plan de Acción C onjunto
38 . Tras el n ombramien to de un Funcionario de Enlace de la OIT en

Yangon,  el  Director General propuso al Ministro de Trabajo la elabora-
ción de un plan  de acción a fin  de lograr resultados concretos  y verifica-
bles en la eliminació n integral del  trabajo forzoso. La Comis ión toma
nota con interés de que, a consecuencia de las discusiones  celebrad as
durante el últ imo año entre la Funcionaria de E nlace y las  auto ridades
en Yangon, y entre representantes  del Director General y rep resentantes
del Gobierno en Ginebra, el 27  de mayo de 2003 se acordó un Plan de
Acción Conjun to para la eliminación de las práct icas  de t rabajo  fo rzoso
en Myanmar. El Plan consiste en un p lan de acción propuesto por el
Gobierno, con varios programas de trabajo que abarcan, entre o tras
cues tiones , la difusión de la información y organización de p ro gramas
de sensibi lización sob re la prohib ición del t rabajo forzoso, la amplia-
ción del u so de medio s de tran sporte de tracción  animal  como alterna-
tiva al empleo de cargadores y las actividades  de lo s equipos de obser-
vación en el  terreno;  un Acuerdo  oficial sobre el  Facil itador, que se
describe en el párrafo 36, y un A cuerdo oficial sobre la región pi loto .
Esta es una región en la que se apl icará rigurosamente la prohibición
del t rabajo  forzoso y  en la que se realizarán diversas actividades,  entre
las que cabe mencionar un proyecto de construcción local de carreteras ,
que se ejecu tará co n la asistencia técnica y la ayuda de la OIT. La
región designada es el distri to de Myeik, integrado por cuatro pueblos
de la división  Taninthary i en el sur del país.

39 . El Plan de Acción Conjun to fue examinado en la 91.ª reunión  de
la Conferencia Internacional  del Trabajo  durante la sesión especial
sobre Myanmar de la Comisión de Aplicación  de Normas (denominada
en adelante “sesión especial”). En  es ta ocasión, un representante guber-
namental declaró que el Plan de Acción Conjun to cons tituía un  avance
y un acuerdo  s ignificativo  y  fue el resultado de un largo proceso de con-
tinuas e intensas negociaciones. Reco rdó  la determinación y el compro-
miso del Gob ierno para aplicar el  Plan  y reso lver la cuest ión del t rabajo
forzoso. La Comis ión de la Conferencia expresó su benepláci to por el
Plan de Acción de la manera siguien te:

La Comisión se congratuló por e l Plan de Acción Conjunto pa ra la e limina-
ción del trabajo forz oso ac orda do e ntre e l Gobierno y la OIT e l 27 de  mayo de

2003 y expresó su apoyo al mismo. Ade má s, tomó nota con inte rés de que,
te niendo en c uenta la sugere nci a realiza da  por la  Misión de Alto Nivel, e l Plan
prevé el nombramiento de un Fac ilitador independiente encargado de ayuda r a las
víctimas de trabajo forzoso a obte ne r repara ción c on a rre glo a  la legislac ión
nacional. Tomó nota asimismo de  que el Fac ilitador ejercerá  sus funciones en
todo el país. En virtud del Plan de Acción, el Gobierno se  c ompromet ió a re speta r
e str ictamente la prohibic ión del trabajo forzoso en la re gión piloto. Subrayando
que la puesta en práctic a del Pla n de Acción no libera a l Gobie rno de  la obliga -
c ión de adopta r las me didas ne cesarias para poner fin al trabajo forz oso e n todo el
país; la Comisión consideró que dicho Plan, en caso de ser aplic ado de bue na fe,
permitir ía rea lizar  un progreso ta ngible en la eliminación del tra bajo forz oso y
a brir el ca mino hac ia progresos más sustanciale s. Instó firmemente al G obierno a
a dopta r las medidas necesarias pa ra tal fin.

40. Al mismo tiempo, la Comisión también  tomó nota en la sesión
especial de que el  debate se llevaba a cabo en un momento  en que el
clima de incert idumbre e intimidación predominante en el país como
resul tado de los acontecimientos recientes  ponían gravemen te en tela de
juicio la voluntad y capacidad de las auto ridades  para realizar progresos
s ignificativos  en la eliminación del trabajo forzoso. La Comisión
expresó que:  

“... un clima de incertidumbre e  intimidación no consti tuye un ambiente a de -
c uado en el que el Pla n de Acción, y en partic ula r e l mecanismo del Facilitador
que él mismo establec e, pueda se r puesto e n prác tica de  manera cre íble. La  Comi-
sión expresó la  e speranza de  que el Gobierno adoptará las medidas inmediatas
exigida s por esta situa ción. La Comisión confió en que la  puesta  en marcha  del
Pla n de  A cción Conjunto podía  c omenzar a llevarse a cabo tan pronto como el
D irect or  G eneral c onside re que  e stán dadas las condicione s para su aplicac ión
e fectiva.”

41. L a Comisión comparte la preocupación de la Comisión de la
Conferencia en el sentido de que un  clima de temor e int imidación no
cons tituye un ambien te adecuado en el que el Plan de Acción, y  en  par-
t icular el Acuerdo sobre el Faci litado r, pueda ser puesto en p ráctica de
manera creíb le. Al tomar nota de las  seguridades proporcionadas  por el
Ministro de Trabajo en su  reunión del 14 de nov iembre con la Funcio-
naria de Enlace, así como de las conten idas en la declaración del repre-
sentan te gubernamental  en la reunión de nov iembre del  Consejo de
Administración, según las cuales el Gobierno está firmemen te co mpro-
metido con el Plan de Acción  Conjunto y es tá dispuesto a seguir ade-
lante con su apl icación, la Comisión confía en que el Gobierno adop tará
en b reve las medidas necesarias para reestab lecer un clima que haga
posible que el  Plan de Acción  se ap lique de manera efectiva y creíble.

42. Para resumir, en lo s últ imos tres años, el Gobierno ha proporcio-
nado , en los niveles más  al tos,  reiteradas seguridades de su in tención de
poner término a las vio laciones general izadas del Conven io observadas
po r la Comis ión de Encuesta en su  informe. Tal como se señala en la
observación de la Comisión, se han adoptado algunas medidas en  esa
dirección. En particular, se han promulgado órdenes para prohib ir la
ut ilización del trabajo forzoso.  Esas órdenes se han traducido a los seis
idiomas  de lo s grupos  étnicos  y se adoptaron medidas para ponerlas en
conocimiento  de los funcionario s públicos y de la población  en general.
Se ha establecido un mecanismo para promover la observancia de las
órdenes e incrementar la sensib ilización al respecto. Se ha entablad o un
intenso d iálogo entre la OIT y las auto ridades , que resu ltó en el estable-
cimiento en el  país de una Funcionaria de Enlace de la OIT.

43. La Comisión se ve obligada a observar que aún no  se ha dado
cumplimiento  a las tres recomendaciones principales formuladas  por la
Comisión de Encuesta. A pesar de las seguridades del  Gobierno  acerca
de sus buenas intenciones, las medidas adoptadas has ta la fecha n o han
aportado progresos sign ificativos en la práct ica real. El trabajo  forzoso
s igue exigiéndose en numerosas reg iones del país, principalmente por
el ejército.  Ninguna persona responsable de imponer trabajo forzo so ha
s ido procesada o condenada por sentencia judicial  en v irtud de las dis-
posiciones pert inentes del Código Penal .

44. En v ista de la lentitud de los  progresos , pod ría esperarse que el
proceso de diálogo y  cooperación que se ha desarrol lado entre la OIT y
el Gob ierno pueda ofrecer una opo rtunidad real de aportar resultados
más  ráp idos y concreto s. La Comisión considera que el Plan de Acción
Conjunto acordado en mayo de 2003  ofrece una oportunidad para que
el Gob ierno, con la as istencia técnica de la OIT y la ayuda financiera de
la comun idad internacional, evolucione de la fase procesal  para lograr
prog resos  sustant ivos y disipar las dudas que la realidad  actual pueda
arrojar en cuanto a la seried ad de su compromiso . La Comisión só lo
puede expresar la esperanza de que el Gobierno hará todo lo pos ible
para garantizar la continuación de este proceso  de diálogo y coopera-
ción  y adoptará todas las medidas necesarias en un  fu turo muy próximo
para hacer posible la aplicación del  Plan de A cción  Con junto .

45. L a Comisión recuerda al  Gobierno que, en todo caso , la o bliga-
ción  en virtud del Convenio de suprimir la ut ilización de toda forma de
trabajo forzoso  u obligatorio s igue siendo su responsabilidad.

[Se invita al Gobierno a que transmita información completa  en la
92 .ª reunión de la Conferencia.]
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